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Ante la reforma legislativa en curso, parece interesante abordar 
el tema de los órganos jurisdiccionales que en el pasado, actualmente 
o en el futuro, han tenido, tienen o tendrán la función de resolver 
aquellos conflictos jurídicos en que se halle envuelta la Administra-
ción eclesiástica. 
Para llevarlo a cabo, comenzaremos por hacer una breve exposi-
ción de los distintos sistemas de justicia administrativa que han estado 
vigentes en la Iglesia al correr de los tiempos. Luego, centraremos nues-
tra atención sobre la Signatura Apostólica, con especial referencia a 
su jurisdicción sobre los conflictos administrativos; si hacemos un 
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ligero esbozo de su historia, es sólo en la medida en que pueda ilus-
trar el tema de su naturaleza jurídica actual. Por último, trataremos 
de los tribunales administrativos inferiores -cuya institución viene 
prevista en los proyectos legislativos-, así como de los problemas 
que plantea su implantación y de las posibles soluciones. 
A. PRINCIPALES ETAPAS HISTÓRICAS DE LA JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA ECLESIÁSTICA 
Antes de entrar en el estudio de las instituciones actuales y su dis-
ciplina, parece oportuno tratar de la evolución histórica de la justicia 
administrativa eclesiástica. Y lo haremos sintéticamente, para no alar-
gar en exceso nuestro estudio. Sobre este tema puede consultarse una 
literatura relativamente abundante l. 
A lo largo de la historia de la Iglesia podemos distinguir tres pe-
ríodos de caracteres definidos, además del actual, que sería el cuarto: 
1) desde el Decreto de Graciano hasta la organización de la Curia 
romana (1140-1587); 2) desde la consto Immensa aeterni Dei hasta la 
reforma piobenedictina (1587-1908); 3) desde Pío X a la consto Regi-
mini Ecclesiae universae (1908-1967); y 4) la actual etapa, en cuyos 
albores nos encontramos. 
1) Del Decreto de Graciano a la constitución apostólica 
de Sixto V, Immensa aeterni Dei (1140-1587) 
En este tiempo aparece en la Iglesia un remedio judicial contra 
los perjuicios causados a una persona por actos extrajudiciales, entre 
los que se encuentran los de carácter administrativo (como provisión 
de beneficios, elecciones, ejecución de rescriptos, reparación de da-
1. Vid. H. SCHMITZ, Appellatio extraiudicialis, München 1970; 1. GoRDON, De 
tribunalibus administrativis propositis a Commissione Codici Iuris Canonici re-
cognoscendo et suffragatis ab Episcoporum Synodo, «Periodica» 57, 1968, 624-633; 
De iustitia administrativa ecclesiastica tum transacto tempore tum hodierno, 
«Periodica» 61, 1972, 255-280; La renovación de la Signatura Apostólica, REDC, 28, 
1972, 589-592; J. TRASERRA, La tutela dé los derechos subjetivos frente a la Ad-
ministración eclesiástica, Barcelona 1972; C. OVIEDO CAVADA, Teoría general del 
recurso extrajudicial, Madrid 1955, 85-140 Y 243-290; C. BERNARDINI, Problemi di 
contenzioso amministrativo canonico, specialmente secondo la giurisprudenza 
della S. R. Rota, «Acta Congressus internationalis LC.», Roma 1937, IV, 395-410 
CH. LEFEBVRE, Le controle juridictionnel des actes administratifs en droit cano-
nique, «Acta Congressus Le.», Romae 1953, 158·169. 
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ños, etc.). Por semejanza con la apelación (judicial), recibe impropia-
mente el nombre de appellatio extraiudicialis 2, aunque desde un pri-
mer momento no deja de advertirse que se trata más bien de una 
«provocatio ad causam» o iniciación de una causa en primera ins-
tancia. Objeto del recurso es el acto que produce una lesión, el cual 
puede ser pretérito o presente, e incluso futuro, si es previsible, de 
modo que esta apelación se convierte también en un procedimiento 
preventivo. 
El autor del perjuicio puede ser un superior eclesiástico o un 
particular, y también un juez cuando actúa fuera de juicio (por ejem-
plo, en procedimientos de jurisdicción voluntaria). Lógicamente, ape-
lante es el sujeto que sufre o teme sufrir una lesión; se trata de un 
remedio subjetivo, por consiguiente, como es común entre los judi-
ciales. El juez que resuelve la apelación es el competente para cono-
cer las causas contra el autor del «gravamen», es decir -según los 
casos-, el obispo, metropolita, patriarca o primado, sínodo provincial 
o legado papal y, por último, el tribunal apostólico correspondiente. 
Como en ese juez «ad quem» suele concurrir también la potestad ad-
ministrativa, se ha suscitado la duda de si en realidad se trata de un 
remedio judicial o administrativo. Duda que se despeja en favor de 
la primera hipótesis, con dos argumentos: algunos perjuicios que dan 
pie a la apelación extrajudicial son causados por particulares o por 
jueces, y deben lógicamente repararse en vía judicial; pero, además, 
es de sobra elocuente el hecho de que contra el fallo, en ulteriores 
instancias, se da la apelación judicial en sentido propio (lo cual indica 
que la apelación extrajudicial se decide mediante una sentencia ju-
dicial). 
Si quisiéramos calificar este sistema de justicia administrativa 
según los módulos de la moderna doctrina y los diversos tipos de 
jurisdicción contencioso-administrativa, 10 incluiríamos dentro de los 
de jurisdicción ordinaria o, según otra terminología, entre los de única 
jurisdicción. 
2) De la consto ap. Immensa aeterni Dei a la Sapienti 
consilio de Pío X (1587-1908) 
En este período todavía subsiste la appellatio extraiudicialis, pero 
va decayendo paulatinamente, de modo que en los últimos tiempos 
2. Vid. X., 2, 28, S; VIo, 2, 15, 8; CIem., 2, 12, 3. Un resumen de la doctrina so-
bre esta institución puede verse en 1. GORDON, De iustitia, 258 ss. 
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prácticamente ya no existe, lo cual se debe a dos causas principal-
mente. La primera de ellas es que esta institución va perdiendo su 
efecto suspensivo, fenómeno que comenzó muy temprano y se acentuó 
a raíz del Concilio de Trento; en este aspecto va asimilándose al recur-
so administrativo 3. En segundo lugar, las Sagradas Congregaciones 
-que ya desde el primer momento son consideradas órganos de ma-
yor dignidad que la Rota, en cuanto vicarias del Papa-, de una parte 
no se someten a la fiscalización de los jueces, y contra sus actos no 
cabe apelación o recurso judicial 4; pero además van absorbiendo las 
competencias judiciales a nivel central, hasta el punto de que a fines 
del s. XVI la Rota entra en decadencia, y desde 1870 a 1908 deja de 
funcionar como tribunal 5. 
Podemos decir, en resumen, que durante este período va perdien-
do vigencia el remedio contra los actos administrativos ante los jue-
ces ordinarios, y la cobra en igual medida el recurso jerárquico. Es 
decir, va desapareciendo de la Iglesia el sistema de justicia adminis-
trativa de jurisdicción ordinaria. 
3) De la consto ap. Sapienti consilio de Pío X a la Regimini 
Ecclesiae universae de Pablo VI (1908-1967) 
Pío X restaura la Rota Romana como tribunal ordinario de la 
Santa Sede. Sin embargo, en el c. 16 de la Lex propria de la misma, 
3. Cf. CH. LEFEBVRE, De recursibus administrativis in iure canonico. Linea-
menta historica, "Monitor», 99, 1974, 207-212; I. GORDON, De iustitia, 267-269; 
L. FERRARIS, Prompta bibliotheca, I. Bolonia 1763, «Appellatio», a. 1, 8; A. REIF-
FENSTUEL, Ius canonicum universum, Antuerpiae 1755, lib. n, 27, § 1, 11; F. 
SCHMALZGRUEBER, Jus ecclesiasticum universum, Roma 1843, lib. n, 18, 5. 
4. Es clara la preeminencia de las Sagradas Congregaciones sobre los tribu-
nales, no sólo en materias administrativas, sino también al realizar funciones judi-
ciales. Ni la Rota, ni siquiera la Signatura iustitiae eran competentes para juzgar 
los actos de las Congregaciones: "Quamplura Curiae Tribunalia, huic Tribunali 
Signatura non subiacent, ut sunt omnes Congregationes Cardinalium supra re-
cemsitae.. . Bene tamen omnia haec, et alia similia Tribunalia exempta ab ista 
Signatura Iustitiae, subiacent alteri Signatura Gratiae» (J. B. DE LUCA, Relatio 
Romanae Curiae forensis, Lyon 1697, disco 31, n . 54). Y el arto 385 del Código Gre-
goriano, promulgado por el M.P. Elevati appena de 10XI.1834 (en «Acta Gre-
gorii Papae XV!», vol. IV, Roma 1904, 325) determina: "S. Congregationes non 
sunt subiectae huic Tribunali». 
5. Como la Rota actuaba con jurisdicción ordinaria antes de 1870 sólo como 
tribunal de apelación para los Estados Pontificios, no es extraño que desapare-
ciera a partir de esa fecha. Ya antes la Congregación del Concilio había actuado 
como tribunal de segunda instancia en las apelaciones extrajudiciales conocidas 
por los metropolitanos (cf. J. TRASERRA, La tutela, 59-60). 
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que acompaña a la Sapienti consilio, excluye expresamente la apela-
ción a la Rota contra las disposiciones de los obispos que no son 
sentencias, es decir, contra los actos administrativos 6. Este texto pasa~ 
rá sustancialmente idéntico al c. 1601 del Código, y será su comple-
mento el c. 274, que no atribuye al metropolitano competencias ordi-
narias en negocios administrativos pertenecientes a las diócesis su-
fragáneas 7. 
En vano diversos autores trataron, en los primeros años del nuevo 
sistema, de hallar un resquicio que permitiera acudir a la Rota, si 
no para impugnar un acto administrativo, al menos para obtener el 
reconocimiento de un derecho subjetivo, o la reparación del daño 
producido por aquel acto: la Comisión Pontificia para la interpreta-
ción del Código, en su respuesta de 1923, dejó zanjada la cuestión 8, 
y al criterio por ella establecido acabó ciñéndose el Tribunal de la 
Rota, tras ciertas vacilaciones 9. 
Así pues, el c. 1601 se considera la excepción más importante a la 
regla general «quodlibet ius actione munitur», del c. 1667. Si a esto 
añadimos que el Código omite toda referencia a la apelación extraju-
dicial, que además reserva el término apelación para designar el re-
medio ordinario contra la sentencia judicial, y que utiliza el nombre 
de . recurso para la impugnación de los actos administrativos (que 
6. «Contra dispositiones Ordinariorum, quae non sint sententiae forma iudi-
ciali latae, non datur appellatio seu recursus ad sacram Rotam; sed earum co-
gnitio sacris Congregationibus reservatur» (29.VI.1908, en AAS 1, 1909, 24). 
7. Hasta el Código, los metropolitanos eran los jueces ordinarios para co-
nocer las apelaciones extrajudiciales contra los actos de los obispos. 
8. «1.0 Utrum ad normam can. 1552-1601 instituí possit actio iudicialis contra 
Ordinariorum decreta ... Et quatenus negative, 2.° Utrum ob eiusmodi decreta, 
actus, . dispositiones, actio iudicialis institui possit saltem ratione refectionis 
damnorum ... Resp.: Negative ad utrumque et ad mentem. Mens est: exclusive 
competere Sacris Congregationibus cognitionem tum huiusmodi decretorum, 
actuum, dispositionum, tum damnorum, quae quis praetendat ex iis sibi allata 
es se» (22.V.1923, en AAS 16, 1924, 251). Los autores partidarios de la competencia 
de la Rota en el caso de lesión de derechos subjetivos son B. OJETTI antes del 
Código (De Romana Curia, Roma 1910, 22-23), Y después C. BERNARDINI (Problemi, 
389 ss.) y K. MORSDORF (Rechtsprechung und Verwaltung im kanonischen Recht, 
Friburgo de Brisgobia 1941,189-199). Se basaban en el c. 1667 y, aun defendiendo 
la pervivencia de la apelación extrajudicial desde una posición científicamente 
poco sólida, fueron adalides de la causa en pro de una justicia administrativa 
digna de la Iglesia. 
9. La Rota se declara incompetente «in iis causis videndij, quae llcet Epi-
scopum residentialem tanquam partem in iudicio habeant, originem tamen et 
actionem in radice repetunt a decreto administrativo vel disciplinari ipsius 
Episcopi» (Damnorum, 31 abril 1923, c. Parrillo, en AAS 15, 1923, 299). Puede 
verse un estudio de la jurisprudencia rotal en J. TRASERRA, La tutela, caps. V-VI; 
y C. BERNARDINI, Problemi, 397 ss. 
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sólo puede hacerse en vía administrativa), podemos con la generalidad 
de la doctrina afirmar que la legislación piobenedictina supuso el en-
tierro definitivo del sistema judicial de la justicia administrativa ecle-
siástica, es decir, del sistema de jurisdicción ordinaria. 
Desde entonces, y hasta la reforma de 1967, imperó en la Iglesia 
el sistema que muchos autores denominan Administración-juez (en 
realidad, juez y parte). Supuso un paso atrás en las garantías de los 
fieles y representó, como anteriormente dijimos, la ausencia de una 
verdadera jurisdicción administrativa, al conferir a la Administración 
el poder exclusivo (jurisdicción retenida) sobre sus propios actos. No 
obstante se consagra desde 1908 no sólo una distinción de funciones 
en la Iglesia, sino también una división -parcial, claro- de pode-
res; separación que vino a propiciar la fórmula actual de una Juris-
dicción administrativa. 
4) El estado actual de la cuestión 
La consto ap. Regimini Ecclesiae universae (REU) , aprobada 
por Pablo VI el 15.VIII.1967, en su n. 106 instituye la Sección se-
gunda de la Signatura Apostólica para resolver las causas surgidas 
en el ejercicio de la potestad administrativa, una vez que el compe-
tente Dicasterio haya agotado dicha vía mediante la oportuna reso-
lución. Adelantamos ya desde ahora que se trata de una especie de 
jurisdicción administrativa, a nuestro juicio. Mas como de esto se 
ha escrito tanto, parece oportuno considerar la cuestión con un cierto 
detenimiento. 
La Constitución Apostólica había de entrar en vigor el 1.° de enero 
siguiente, pero, a falta de las disposiciones complementarias, una nota 
de la Secretaría de Estado publicada en L'Osservatore Romano de 
31.XII.1967 prolongó su vacación hasta ell.O de marzo siguiente 10. 
Las Normae speciales (NS) de la Signatura fueron aprobadas por Pa-
blo VI el 23.III.1968. 
Además de la Sección segunda de la Signatura, la Comisión pon-
tificia para la reforma del Código ha previsto la cons.titución de otros 
tribunales administrativos de diversos grados y especies, como órga-
10. Como curiosidad diremos que en las tres primeras decisiones publicadas 
por la Sección 2:, ésta se declara en funciones desde el día 1.0 de marzo, a efec-
tos de no admitir recurso contra actos administrativos anteriores. En cambio, 
en la decisión 10.a se dice vigente desde ell.o de enero (cf. «Apollinaris» 43, 
1970, 465466; Y 44, 1971, 26). 
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nos competentes para la resolución de los conflictos administrativos u. 
De ellos trataremos también en su momento. . 
B. LA SIGNATURA PAPAL EN EL PASADO 
1. No se conoce con exactitud el origen de la Signatura Apostó-
lica 12, aunque parece haber tenido un precedente en el Imperio Ro-
mano -como institución característica de un sistema de poder con-
centrado- antes de pasar a la Iglesia, donde constituyó una especie 
de secretaría que colaboraba directamente con el Papa en la resolu-
ción de los asuntos de gobierno. 
A comienzos del siglo XIII los Notarios de la Cancillería, que 
antes referían de viva voz al Papa los asuntos que llegaban a la curia, 
bajo el pontificado de Inocencio 111 (1198-1216) comenzaron a pre-
sentarlos en forma escrita. El Papa hacía una señal (signum) en el 
libro, de donde se cree que procede el nombre de Signatura; y pos-
teriormente empleaba alguna fórmula como fiat y otras análogas. 
En tiempos de Inocencio IV (1243-1254), esos notarios comenzaron a 
llamarse referendarii o relatores. Dos siglos más tarde, Eugenio IV 
(1431-1447) otorgó la potestad de firmar la concesión de ciertas gra-
cias y comisiones a estos referendarios de la Signatura; su oficio o 
colegio era estable y fue denominado Signatura gratiae et commissio-
numo A partir de Sixto IV (1471-1484) empezaron a distinguirse la 
Signatura gratiae y la Signatura iustitiae et commissionum, aunque 
los referendarios eran todavía comunes, pero Alejandro VI las separó 
definitivamente (1492). 
2. La Signatura de gracia era presidida por el Papa y se reunía 
para el examen de las preces y súplicas que él mismo debía resolver. 
11. Vid. infra, nota 119. 
12. Para la evolución histórica de la Signatura, pueden consultarse J. B. DE 
LUCA, Relatio Romanae Curiae forensis disco 30-31; M. LEGA, De iudiciis ecclesia-
sticis, I, 2 Roma 1898,27-37; A. VAN HOVE, De rescriptis, Malinas-Roma, 1936, 30-32; 
P. SANTINI, Dé referendariorum ac Signaturae historico-iuridica evolutione, Roma 
1945; F. ROBERTI, De processibus, I, Roma 1956, 363-387, Y De Curia Romana ante 
pianam reformationem, en «Apollinaris» 25, 1952, 13-34; I. GORDON, Normae spe-
ciales in S. T. Signaturae Apostolicae ad experimentum servandae, «Periodica» 
59, 1970, 75-165 Y La renovación, 571-610; G. LOBINA, La competenza del S. T. della 
Segnatura Apostolica con particolare riferimento alla «Sectio Altera» e alla pro-
blematica rispettiva, Roma 1971; N. DEL RE, La Curia Romana. Lineamenti 
storico-giuridici, Roma 1970, 227 ss. 
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Formaban parte de ella los Cardenales de las Congregaciones y otros 
altos dignatarios. También estaban adscritos los prelados votantes, 
que expresaban su parecer cuando el Papa se lo requería sobre alguna 
cuestión. Y, por último, los simples referendarios, que exponían los 
diversos asuntos. El Sumo Pontífice solía manifestar su decisión por 
medio del Auditor de Cámara. Se ocupaba este dicasterio de multitud 
de gracias que excedían de la competencia de otras Congregaciones 
y Tribunales, como la avocación de causas, la concesión de la «ape-
ritio oris», la sanación de actos judiciales nulos, etc. 
La Signatura de justicia y de comisiones, en cambio, era un ver-
dadero tribunal que presidía el Cardenal prefecto y estaba compuesto 
por prelados votantes que, primero en número de doce y luego de 
siete, actuaban como verdaderos jueces, mientras que los simples re-
ferendarios sólo gozaban de voto consultivo. Tenían competencia so-
bre asuntos judiciales: nulidad de sentencias, cuestiones de compe-
tencia entre tribunales, concesión de nuevas apelaciones o restitucio-
nes «in integrum» y remoción de jueces sospechosos. 
Napoleón suprimió en 1809 la Signatura, pero fue restaurada en 
1816 por Pío VII. Gregorio XVI regula en su Código lo referente a 
la Signatura de justicia como tribunal supremo de la Iglesia y de los 
Estados pontificios, al que se someten todos los demás tribunales, 
pero no las Congregaciones romanas 13. En 1870, con la unificación de 
Italia desaparecen ambas Signaturas. 
3. Pío X por la Sapienti consilio restablece o, por mejor decir, 
instituye de nuevo la Signatura de justicia, con el nombre de Supremo 
Tribunal de la Signatura Apostólica (II, 3.°). Pero la competencia de 
la misma, pese a tal denominación, es bastante limitada: excepción 
de sospecha y recusación contra los auditores, violación de secreto 
y reparación de daños causados por los mismos, querella de nulidad 
contra las sentencias rotales y restitución «in integrum» cuando di-
chas sentencias han pasado a cosa juzgada (Lex propria, arto 37). 
Benedicto XV, a instancias del Cardo Lega, aumentó las funciones 
del Tribunal de la Signatura 14, atribuyéndole la de conocer los recur-
sos contra las sentencias de la Rota, cuando ésta no admite a nuevo 
examen las causas matrimoniales; mediante una amplia fórmula le 
permite decidir con potestad delegada sobre la concesión de ciertas 
13. Texto legislativo promulgado mediante el M.P. Elevati appena, de 10.xI. 
1834 (en «Acta Gregorii Papae XVI», XVI, IV, Roma 1904, 299-410). Según el arto 
385, «le sacre congregazioni ecclesiastiche non sono soggette aquesto tribunale». 
14. Cf. BENEDICTUS xv, Chirographum Attentis expositis, 28.VI.1915, en AAS 7, 
1915, 320-325. 
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gracias, materia administrativa de la antigua Signatura gratiae. Ade-
más se restaura el Colegio de votantes y el de referendarios, y el cargo 
de Auditor Papae se une al de Secretario de la Signatura. 
El Código de Derecho Canónico reccge toda la materia en los cc. 
1602-1605, configurando a la Signatura Apostólica como el Tribunal 
Supremo ordinario de la Iglesia. Su potestad es ya ordinaria, ya dele-
gada a iure. Por la primera, juzga en asuntos referentes a los audito-
res rotales (violación de secreto y daños inferidos, y excepción de sos-
pecha), a las sentencias rotales (querella de nulidad, restitución «in 
integrum» y recurso por inadmisión de nuevo examen en causas ' ma-
trimoniales) y los conflictos de competencia entre tribunales inferio-
res. Con potestad delegada resuelve acerca de las' súplicas que se 
dirigen al Papa para que encomiende a la Rota una causa. 
C. EL TRIBUNAL SUPREMO DE LA SIGNATURA ApOSTÓLICA 
EN LA ACTUALIDAD 
La estructura y el régimen actuales de la Signatura Apostólica pro-
vienen, como ya se ha dicho, de la consto ap. Regimini Ecclesiae uni-
versae (1967) y de las Normae speciales (1968) de Pablo VI. También 
le son aplicables el Regolamento Generale della Curia Romana (RGCR) 
de 1968, y diversos preceptos del vigente Código: cc. 1603-1605 (cf. 
REU, 105), 1608-1877 (cf. NS, 126), 1892-1895 (NS, 19 y 20) Y 1908-1916 
(NS, 85). 
De los cinco preceptos que le dedica la REU (nn. 104-108), el pri-
mero dice que el Supremo Tribunal de la Signatura Apostólica se 
compone de algunos Cardenales designados por el Papa, entre los cua-
les nombra uno como Prefecto, a quienes ayudan un Secretario y un 
Subsecretario. 
y las NS, que según la REU, 108, son la ley propia de la Signatura 
en lo orgánico y en lo procedimental, especifican en su arto 1.0 que los 
Cardenales son doce, los cuales conocen las causas por tumos de cin-
co miembros, a no ser que el Prefecto prefiera que una determinada 
cuestión sea deferida al Pleno, cosa que sucede habitualmente 15. Tanto 
los jueces como los auxiliares deben abstenerse de intervenir en las 
15. Esta praxis es confirmada por el Cardo StAFFA en De tutela iudiCiali" ad-
ministrativa i.e. de iustitia administrativa apud S.T. Signaturae Apostolicae 
deque ordinatione tribunalium interdioJ~cesanorum, en «Periodica» 63, 1974, 170: 
«Tandem, admisso recursu ad disceptationem, decisio Signaturae Plenariae 
Patrum Cardinalium». 
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causas en que puedan tener interés, según el c. 1613 § 1 (NS, 1 § 4). 
Estos auxiliares son el Secretario -que es prelado superior de La 
clase (cf. RGCR, art 2 § 2)- Y el Promotor de justicia, el Defensor 
del vínculo, el Subsecretario y el Superior de la Cancillería, que son 
oficiales mayores nombrados por el S. Pontífice (NS, 2; RGCR, arto 3). 
Desempeñan también ciertas funciones algunos oficiales menores de-
signados por el Cardo Prefecto: notarios, bibliotecario, protocolista, 
cajero y escribientes, además de los votantes y referendarios cuyo 
nombramiento compete al Papa y que son los consultores del Tribu-
nal (NS, 2-3). 
Antes de entrar en el estudio de las competencias de la Signatura 
Apostólica en la actualidad, puede plantearse la duda de si cada una 
de sus secciones tiene entidad propia, o bien si son distintas facetas, 
funciones o modos de actuar de la Signatura. La REU, 104 dice sim-
plemente: «Duplicem habet Sectionem»; mientras que las NS, 1 § 2 
añade un matiz: «constat duabus Sectionibus», que indica composi-
ción, no mera tenencia. Sobre esto volveremos más tarde, al · tratar 
de la naturaleza de la Sección 2.a • 
Veamos las competencias de ambas Secciones, que vienen especifi-
cadas en los nn. 105-107 de la REU, pero con un tratamiento más 
amplio en las NS, por lo que vamos a seguir el orden en que este 
documento las recoge 16. 
1. Competencias de la Sección primera 
La Sección primera ejerce funciones relativas al · poder judicial. 
Como los jueces no juzgan simplemente, sino que también deben re-
solver cuestiones de orden administrativo relacionadas con esa fun-
ción judicial, no es extraño que en el arto 17 se recojan (a mi modo 
de ver con una excepción) las funciones judiciales en sentido estricto, 
yen el arto 18 las funciones administrativas relativas al fuero judicial. 
1. Según el arto 17, compete a la Sección La: 
1) Velar por la recta administración de la justicia según los sa-
grados cánones y por la defensa de una recta jurisprudencia. Este 
cometido, que respecto a las causas matrimoniales desempeñaba an-
teriormente la S. Congregación para los sacramentos, a partir de la 
REU es confiada para todas las causas a la Sección La (REU, 105; 
• 16. Para un más extenso comentario de las funciones de la Signatura Apos-
tólica, vid. G. LOBINA, La competenza, 27 ss., e 1. GORDON, La renovación, 576 ss. 
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NS, 17 § 1). Aunque incluida en este primer artículo, se trata a nues-
tro juicio de una función típicamente administrativa, en cierto modo 
semejante a la que el obispo desarrolla respecto de los miembros de 
su tribunal en el ámbito disciplinario (d. cc. 1625, 1710). Que es una 
actividad administrativa se desprende también de que los arts. 93-95 
de las NS están incluidos en el tito «De administrativa ratione proce-
dendi». 
2) Corresponde a la Sección primera juzgar sobre la querella de 
nulidad contra las sentencias rotales según NS, 19 (NS, 17 § 2, 1), 
es decir, cuando los vicios consignados en los cC. 1892 y 1894 sean 
manifiestos. Y además, esta Sección resuelve, también por un proce-
dimiento judicial, los otros asuntos que diremos a continuación. 
3) La restitución «in integrum» contra las sentencias rotales, en 
las causas indicadas en el C. 1905 (NS, 17 § 2, 2 Y 20). El procedimien-
tode la querella de · nulidad y de la restitución «in integrum» viene 
establecido en NS, 23-59. 
4) · Los recursos contra las sentencias rotales, en causas sobre el 
estado de las personas, que la Rota rehusa admitir a nuevo examen 
(NS, 17 § 2, 3). En este caso seha ampliado la materia a todas las 
causas sobre el estado de las personas, cuando el Código sólo lo per-
mitía en las matrimoniales (c. 1603 § 1, 5). Estos asuntos se resuelven 
a tenor de NS, 64-67. 
5) La excepción de sospecha contra un auditor de la Rota, según 
NS, 21, es decir, por los motivos en el C. 1613 § 1 indicados (NS, 17 § 2, 
4). La cuestión se resuelve a tenor de NS, 68-73. 
6) Causas contra los mismos auditores por violación de secreto 
o para obtener el resarcimiento de daños por acto nulo o injusto 
(NS, 17 § 2, 3). El proceso se sustancia y define a tenor de NS, 74-77. 
7) Recursos contra los abogados o procuradores que exigen ho-
norarios excesivos (NS, 17 § 2, 6). Se trata de una competencia de que 
no gozaba anteriormente la Signatura. Los arts. 78-82 contienen las 
normas de procedimiento. 
2. Según el arto 18 de las NS, en virtud de la potestad adminis-
trativa referente al orden judicial, corresponde a la Sección primera 
de la Signatura: . 
" . . 
1) Conocer aquellos asuntos que se le atribuyen por los Concor-
datos entre la Santa Sede y ciertos países (como Italia, Austria, Por-
tugal y la. República Dominicana). E] procedimiento a seguir es cla-
ramente administrativo, pero los arts. 60-63 que lo regulan están in-
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cluidos curiosamente entre los procedimientos judiciales, lo que no 
deja de ser un contrasentido a nuestro entender. 
2) Examinar las súplicas formuladas al Sumo Pontífice para que 
encomiende una causa a la Rota. Se trata de la avocación de una causa 
para que la juzgue el tribunal ordinario de la Sede Apostólica por 
comisión del Papa. Del relativo procedimiento se ocupan los arts. 
86-90. Las razones que pueden justificar la concesión de esta gracia 
son, sobre todo, la sospecha de parcialidad y la ineptitud de los jueces. 
3) Prorrogar la competencia de los tribunales, aún de los consti-
tuidos para las causas matrimoniales. 
4) Extender el fuero de los peregrinos en la Urbe a los procesos 
de nulidad del matrimonio, cuando concurran razones gravísimas y 
circunstancias extraordinarias. De este modo se da a entender que 
tales causas matrimoniales no entran en la regla general dele. 1562, 
pero este beneficio puede concedérseles excepcionalmente. Para el ejer-
ciciode estas dos últimas competencias se sigue el procedimiento 
establecido para la obtención de comisión a la Rota, a tenor de NS, 91. 
5) Resolver los conflictos de competencia que se susciten entre 
tribunales inferiores, confiados a la Signatura por el c. 1612 § 2. En 
NS, 68-71 se especifica el procedimiento para resolver estas contro-
versias, que a nuestro entender son materia judicial y no administra-
tiva, como se desprende asimismo del lugar en que se trata del pro-
cedimiento 17. 
6) Por último, procurar la erección de los tribunales regionales 
o interregionales. A tal fin, según el arto 92, la Signatura reúne las 
oportunas informaciones y juzga sobre la conveniencia de tal medida. 
En caso afirmativo, prepara el decreto de constituci6n y las respec-
tivas normas, para someter todo ello a la aprobación del Pontífice. 
2. Competencias de · la Sección segunda 
Si la Sección primera es el órgano supremo del poder judicial 
eclesiástico, y tribunal de casación y de revisión de las sentencias de 
17. Nos basamos en el concepto de la función judicial, que consiste en la 
aplicación de la ley a un punto controvertido; y esto es lo que se hace en la 
resolución de los conflic:;tos de competencia. Además, según el C. 1612, es com-
petente para dirimir el asunto el tribunal inmediatamente superior, no el su-
perior administrativo correspondiente. Otra cosa es que el procedimiento sea 
todo lo sencillo que se quiera. Se pronuncian en sentido contrario a nosotros 
I. GORDON y los autores por él 'citados (cf. La renovación, 582). 
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los tribunales inferiores, la Sección segunda es un órgano de nueva 
creación para resolver las cuestiones que se plantean en la vía admi-
nistrativa, y en especial los conflictos de los particulares con la Ad-
ministración surgidos por los · actos de las autoridades eclesiásticas. 
Al cometido de la Sección segunda se refieren los nn. 106 y 107 de 
la REU, así como el arto 96 de las NS. Expondremos aquí brevemente 
las competencias que la ley le atribuye, pues el resto de nuestro traba-
jo estará dedicado al contencioso administrativo ante esta Sección. 
1) En primer término, la Sección 2.a es el Supremo Tribunal -y, 
hasta el presente, único- de lo contencioso-administrativo. A esta 
materia están dedicados el n. 106 de la REU y el arto 96, 1 de las NS. 
El procedimiento respectivo viene explicitado en las NS, 97-123 y 126. 
2) Como tribunal supremo para los asuntos administrativos re-
suelve también los conflictos de competencia entre los Dicasterios de 
la Sede Apostólica (REU, 107; NS, 96, 2), es decir, aquellos en los 
que al menos está envuelto un Dicasterio administrativo (ya que los 
que se suscitan sólo entre tribunales judiciales hemos visto que co-
rresponden a la Sección 1.a). El arto 124 determina el procedimiento 
correspondiente a estas cuestiones, que denomina -lo mismo que el 
epígrafe del capítulo III que lo encabeza- impropiamente recursos, 
cuando es sabido que los recursos son impugnaciones de un acto de 
la autoridad. 
3) Resuelve con potestad delegada 18 las cuestiones · administrati-
vas que le remiten las S. Congregaciones (REU, 107; NS, 96, 3). Suele 
seguirse este camino cuando a los Dicasterios administrativos van· a 
parar conflictos que han de ser resueltos según Derecho, lo que es 
una actividad jurisdiccional; incluso por las normas del Derecho pri-
vado, no administrativo 19. De este modo, con frecuencia se corrige 
18. También 1. GORDON sostiene que es delegada (cf. Normae, 95, 4),pero 
G. LoBINA juzga que es potestad ordinaria (cf. La competenza, 128-129). 
19. Ya se han hecho públicas algunas sentencias dictadas por la Sección 2.a 
a tenor de este capítulo de competencia: 
En una Lungren;, iurium, 14.IV.1973 (<<Apollinaris» 47,1974, 1, 347-354), el tri-
bunal apreció la accesión de determinados bienes al Instituto escolar propiedad 
de cierta parroquia, y un derecho crediticio (no real, de copropiedad) a favor de 
los antiguos dueños de aquellos bienes. En otra Romana, debitorum, 20.x.l973 
(ibid., 354-367) resuelve sobre rendición de cuentas, a resultas de un previo man-
dato al canónigo Basilio para que realizara unas obras por cuenta del cabildo. 
En la S.ti Maronis, creditorum, 26.1.1974 (ibid., 376-384) la Sección 2 .. juzga que 
un párroco debe restituir ciertas sumas de dinero a la parroquia, a tenor de la 
voluntad de los donantes. En ninguno de estos casos se trata de· impugnar . un 
acto administrativo. 
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el rumbo de lo que ya inicialmente debió ir a los tribunales ordinarios. 
Corno es lógico, en estos supuestos la Sección 2.a no actúa en calidad 
de órgano administrativo activo -que no lo es-,sino corno un 
verdadero tribunal de instancia, que juzga en consecuencia sobre el 
mérito de la causa y dicta sentencia definitiva e inapelable 20. Sería 
de desear que las autoridades -obispos, Congregaciones- pusieran 
el máximo empeño en no sustraer a la jurisdicción ordinaria los asun-
tos que le conciernen a ésta, ya que no es lógico que~ en una causa 
contenciosa, una sentencia en primerª instancia pasea cosa juzgada 21. 
20. La Sección 2." dicta expresamente «sentencia definitiva» en las causas ci-
tadas en la nota anterior (cf. ibid., 348, 354, 377 Y 383). Y en otro caso, devuelve 
el asunto a la Congregación correspondiente, porque no se trataba de · una con-
troversia judicial. Esta decisión restrictiva de la Signatura es vivamente criticada 
por A. RANAUDO (cf. Quaestiones quaedam controversae circa Sectionem Alteram 
Signaturae Apostolica, en «Periodica» 67, 1978, 676-678). Por su parte E. GRAZlANI 
sostiene que esos negocios administrativos suponen una función consultiva de 
la Sección 2." (cf. De supremi Organismi contentioso-administrativi natura, en «Pe-
riodica» 67, 1978, 539-540); opinión semejante sostiene J. C. MESZAROS, para quien 
se trata de casos administrativos no contenciosos, que la Congregación interesada 
consulta a la Sección 2 .. , y ésta tiene competencia para responder (cf. The 
present and possible functions of the promoter of justice in administrative 
procedures of the Church, Roma 1980, 33). F. D'OsTILIO lo juzga una función judi-
cial, pero sostiene que sus sentencias en este caso son apelables (cf. De appellatio-
nis problemate in Sectione Altera Signaturae Apostolicae relate ad causas vigore 
arto 107 Constitutionis «Regimini» ipsi delatas, en «Periodica» 67, 1978, 689-713). 
21. Veamos, p. ej., la causa Romana, debitorum (20.IV.1973) antes citada. 
Todo mandante tiene derecho a pedir cuentas, y el mandatario obligación de 
rendirlas, por las operaciones efectuadas en virtud del mandato, de lo que se 
deriva una responsabilidad contractual; por eso el cabildo catedralicio reclamó 
su q.erecho frente al canónigo Basilio, que había realizado unas obras en su 
nombre. Se trataba de un asunto regulado por el Derecho civil en el que no 
debió intervenir la S.C. para los clérigos (a no ser que se piense que los tribu-
nales ordinarios en la Iglesia funcionan sólo para los laicos): debió demandarse 
al citado canónigo ante el correspondiente tribunal diocesano (cf. C. 1552 § 2, 1.0) 
con posibilidad de ejercitar ulteriormente la apelación. 
En un escrito del Arcipreste a la S. Congregación queda patente el meollo 
del asunto: «Atteso che codesta S. C. con la nomina di un Visitatore Apostolico, 
ha inteso avocare a sé le indagini relative alla controversia tra il Capitolo e il 
Can. Basilio, mi rivolgo a V. Eminenza Rev.ma ... con la autorizzazione dello 
stesso Visitatore Apostolico e propongo, con la presente, ricorso a codesto Sacro 
Dicastero e suo tramite al Supremo Tribunale della Segnatura Apostolica, a 
norma degli arto 7 e 107 della C. A. REU, perché il predetto Mons. Basilio sia cos-
tretto a rendere giustificazione della somma di lire ... e nel caso alla restituzione 
al Capitolo di detta somma» (<<Apollinaris», 47, 1974, 1, 354-355). Parece claro que 
no se trata de una avocación de la S. C., y no hay razón para que el cabildo 
«recurra» a ella en vez de provocar un juicio, ni para emplear a la Congrega-
ción como trámite para acudir a la Signatura. 
La Congregación, no sabiendo qué hacer, remitió el asunto a la Signatura 
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4) Las cuestiones que les sean confiadas por el Sumo Pontífice 
(REU, 107; NS, 96,4). También en este caso se trata de una comisión 
o delegación para resolver las cuestiones planteadas en Derecho, como 
se desprende del epígrafe (cap. IV) que encabeza el arto 125 de las 
NS sobre el procedimento: «De processibus administrativis et disci-
plinaribus ... ». Se trata normalmente de recursos dirigidos al Sumo 
Pontífice, y que él remite a esta Sección por tratarse de materias 
administrativas 22. 
D. LA SECCIÓN SEGUNDA DE LA SIGNATURA ApOSTÓLICA, COMO 
TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSQ-ADMINISTRATIVO 
Al estudiar la historia de la justicia administrativa en la Iglesia, 
hemos tenido ocasión de observar cómo la legislación piobenedictina 
supuso un paso atrás en esta materia: de un lado excluía en absoluto 
la vía jurisdiccional para la solución de estos conflictos, suprimiendo 
la anterior appellatio extraiudicialis sin sustituirla por cualquiera de 
los sistemas implantados en el ámbito civil para dotar a la sociedad 
eclesial de una institución de justicia administrativa digna del Pueblo 
de Dios; de otra parte, los recursos administrativos -que fueron 
entonces los únicos remedios frente a la Administración- no recibie-
ron el adecuado tratamiento legislativo mediante la regulación de 
«perché la questione stessa sia sottoposta al giudizio di codesto S. Tribunale, a 
norma dell'art. 107 della C. A. REU, oppure sia deferita al Tribunale Ordinario 
competente per una decisione di giustizia (ibid.). Sin embargo es sabido que, 
desde la Sapienti consilio, la S. C. del Concilio resolvía sólo las cuestiones «ra-
tione disciplinae», y las demás las debía remitir a la Rota (1, 4,4), pues había 
de ser este tribunal el que conociera las causas contenciosas civiles o crimina-
les que requieren proceso judicial y pruebas (H, 2). Actualmente estas dispo-
siciones vienen recogidas en REU, 7, y RGCR, 125. 
Como las cuestiones de competencia son de orden público, deben estudiarse 
de oficio. Por eso la Sección 2." debió inhibirse de juzgar el asunto, a tenor de las 
normas citadas, dando ejemplo a otros, pues ella misma debe resolver los 
conflictos de competencia (NS, 92, 2). 
22. Así sucede en dos decisiones de la Signatura publicadas. La primera, 
de 6.VH.1971, relativa a una religiosa dimitida que reclamaba una pensión vita-
licia; tras serie rechazado el recurso por la S. Congregación, recurrió al Papa 
(<<Apollinaris» 44, 1971, 625-627). La segunda es de 19.VI.1972, y se refiere a un 
caso parecido: un religioso secularizado que exige a su congregación los esti-
pendios y derechos de estola percibidos. Sin recurrir al Dicasterio administrativo 
correspondiente, lo hace al Pontífice, quien remite el asunto a la Sección 2: a 
través de la Secretaría de Estado (ibid., 45, 1972, 391-396). En ambos casos el 
recurso fue rechazado por decisión del Congreso). 
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sus diferentes aspectos, y especialmente la ordenación de un procedi-
miento general claro, sencillo y capaz de garantizar la defensa de los 
derechos e intereses legítimos de los particulares. 
Bien se ocupó lo más selecto de la doctrina de manifestar las 
ansias de una justicia efectiva e independiente para resolver los con-
flictos administrativos y tutelar las posiciones subjetivas de los fie-
les, con especial énfasis en los derechos de los mismos. Y la necesidad 
se hizo más apremiante -así como la voluntad de la Iglesia más dis-
puesta a satisfacerla- con ocasión del Concilio Vaticano 11 23. Preci-
samente durante las sesiones del mismo funcionó un tribunal admi-
nistrativo, para resolver las cuestiones que en su seno se planteasen 24. 
Con el fin de abordar la tarea de la reforma de la Curia romana, 
Pablo VI constituyó, a poco de su elección, una comisión de cardena-
les que estudiara los diversos problemas, así como las soluciones 
más adecuadas 25. Entre los asuntos que primeramente afrontó este 
organismo estuvo el de la competencia de los tribunales de la Santa 
Sede, y, en concreto, la conveniencia de instituir un «Tribunal Apos-
tólico Administrativo» que estaría integrado por los cardenales pre-
fectos de las SS. Congregaciones, con las mismas competencias que 
actualmente encontramos en la Sección 2.a : resolución de los con-
flictos de competencia entre Dicasterios, decisión de los asuntos defe-
ridos a ella bien por las Congregaciones o por el mismo Sumo Pontí-
fice; y, sobre todo, conocimiento y resolución de las controversias 
entre los particulares y la Administración o entre dos órganos de 
23. No creemos necesario volver sobre esto, que se puso de manifiesto en 
1967, tanto en el Sínodo de aquel año como en los Principia directiva de la P. 
Commissio Codici Iuris Canonici Recognoscendo, especialmente en el n. 7 
(cf. «Communicationes» 2, 1969, 83). Sobre los tribunales que se hacían im-
prescindibles y la insuficiencia de los recursos existentes, los juicios allí ex-
puestos son definitivos. Vid. también CH. LEFEBVRE, Pouvoir judiciaire et pouvoir 
exécutif dans l'Eglise postconciliaire, en «Apollinaris» 43, 1970, 355-357; G. PINNA, 
Riforma della Curia romana, Citta del Vaticano 1967; L. SPINELLI, Note sulla 
giustizia amministrativa nel vigente ordinamento canonico, en (,Archivio Giuri-
dico Filippo Serafini» 1975, 4, 4-5. 
24. Sobre la composición y funciones de este tribunal vid. V. CARBONE, Il 
Tribunale amministrativo del Concilio ecumenico Vaticano JI, en «Monitor» 89, 
1973, 471-473. 
25. Lo presidía el Cardo Roberti y formaban parte del mismo los Cards. 
Jullien y Albareda. A la muerte de estos dos últimos fueron sustituidos por los 
Cards. Heard y Forni. Actuaba como secretario Mons. G. Pinna, quien dio noti-
cias de estos antecedentes en una Prolusione in occasione dell'avertura dell'anno 
Accademico presso lo Studio della Sacra Romana Rota del i Novembre 1968, 
inédita pero citada por G. LOBINA, La competenza, 27-28; P. MONETA, Il controllo 
giurisdizionale sugli atti dell'autoritd amministrativa nell'ordinamento canonico; 
1, Milán 1973, 5-6. 
SIGNATURA ApOSTÓLICA y TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS 681 
ésta, «quoties contendatur actum laesisse aliquod ius aut interesse 
legitimum; in iis casibus videt sive de admissione recursus, sive de 
illegitimitate actus impugnati» 26. 
Pero tras ciertas dudas y dilaciones, el Sumo Pontífice optó por 
la institución de una Sectio altera dentro de la Signatura Apostólica, 
en vez de crear un tribunal distinto de los existentes, al mismo tiempo 
que se suprimía toda referencia a la situación jurídica subjetiva de 
los administrados, para circunscribir su objeto únicamente a la ile-
gitimidad del acto. 
La competencia sobre las materias contencioso-administrativas vie-
ne expresada en estos términos por el n. 106 de la REU: «Per alteram 
Sectionem Signatura Apostolica contentiones dirimit ortas ex actu 
. potestatis administrativae ecclesiasticae, et ad eam, oh interpositam 
appellationem seu recursum adversus decisionem competen ti s Dicas-
terii, delatas, quoties contendatur actum ipsum legem aliquam vio-
lasse. In his casibus videt sive de admissione recursus sive de illegi-
timitate actus impugnati». En términos parecidos se expresan las NS, 
96, 1. No nos detendremos más en ello, pues ocasión habrá de hacer 
su exégesis. 
1. Naturaleza de la Sección segunda 
a) Conceptos previos 
La cuestión de si la Sección segunda de la Signatura Apostólica 
instituida por la REU tiene naturaleza judicial o administrativa es de 
gran complejidad y más bien teórica, pues si no es un tribunal admi-
nistrativo hace al menos las funcion~s de tal. Por si ello fuera poco, 
una investigación sobre el tema producirá resultados relativos, pues 
en buena parte se trata de una «lis de verbis» causada por la equivo-
cidad de la terminología, cuya significación varía según el contexto 
constitucional e incluso según el campo en que se utilice. De ahí que 
sea difícil valorar las opiniones de cada autor. 
1) Tribunales administrativos y tribunales judiciales 
Trataremos, pues, de fijar las diversas acepciones de los vocablos 
que se prestan a confusión. Como resultado de un estudio que acaso 
demos algún día a la imprenta, podemos señalar tres acepciones de 
la expresión «tribunal administrativo»: 
La primera es amplia (podemos representarla por A-1) y tiene un 
26. Prolusione (ibid., 28, nota 4). 
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fundamento material: comprende toda clase de órganos jurisdiccio-
nales que resuelven conflictos administrativos. Se excluyen, por tanto, 
los tribunales que sólo resuelven conflictos civiles y penales. Si adop-
tásemos esta acepción, no tendría sentido discutir la naturaleza de 
la Sección 2.\ ya que ciertamente tiene jurisdicción para resolver 
contiendas entre la Administración y los administra.dos. 
La segunda es estricta (A-2) , Y añade al criterio anterior el orgá-
nico negativo: excluye a aquellos tribunales encuadrados en la deno-
minada Jurisdicción ordinaria. Por consiguiente, en este sentido los 
tribunales administrativos -además de resolver conflictos de· tal na-
turaleza- constituyen una Jurisdicción especial; de modo que no se 
considerarían administrativos los tribunales ordinarios de los que 
depende la justicia administrativa en Inglaterra, EE.UU., Italia o Es-
paña; en cada país según modalidades distintas. En cambio sí serían 
administrativos los tribunales especiales de la República Federal de 
Alemania. 
Una tercera estríctísima (A-3), aplicable únicamente a aquellos tri-
bunales que, cumpliendo los anteriores criterios, satisface además el 
orgánico positivo: tribunales que han nacido en el seno de la orga-
nización administrativa y continúan integrados en la misma. Respon-
den a aquellos sistemas que han entendido el principio de la separa-
ción de poderes al modo de la Revolución francesa y de su evolución 
posterior. En Francia surge una Jurisdicción administrativa por una 
gradual diferenciación de ciertos órganos revisores respecto de la 
Administración activa, hasta constituir una segunda Jurisdicción dis-
tinta de la ordinaria y paralela a ella, vinculada orgánicamente a la 
Administración, aunque gozando de una autonomía efectiva y de unos 
poderes ordinarios. Parecidos tribunales se han creado en Italia y en 
otros países. 
Tampoco el término «judicial» es unívoco, puesto que en sentido 
amplio (J-1) se usa como sinónimo de jurisdiccional, tomando este 
término en su sentido canóniCo estricto 27, de modo que órgano judi-
cial equivale a órgano jurisdiccional, o sea, a tribunal en sentido 
estricto; y según esto, la expresión tribunal judicial supondría una 
tautología, aunque disculpable 28; exigiría simplemente que se tratara 
de una verdadera función judicial, en contraposición a la actividad 
administrativa propia de un órgano administrativo. 
27. «Iurisdictio stricte ... potestas iudicialis appellatur (c. 201 § 2)>> (F. ROBERTI, 
De processibus, 125, n. 53). 
28. A veces no es ocioso aclarar que un tribunal es verdaderamente tal, o sea, 
órgano jurisdiccional, ya que en casi todos los sistemas constitucionales fun-
cionan ciertos tribunales que en realidad son verdaderos órganos administrati-
vos, aunque «sui generis». 
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En otra acepción estricta (J-2), tribunal judicial equivale a tribu-
na.! encuadrado en el seno de la organización jurisdiccional ordinaria, 
es decir, aquella que se ocupa de las causas civiles o penales; esto es 
compatible con que el órgano jurisdiccional sea una sección especia-
lizada por razón de la materia, que puede ser administrativa. 
2) Tribunales especiales y secciones especializadas 
Conviene establecer una . neta línea de separación . entre el supues-
to A-2 (tribunales administrativos especiales) y el supuesto J-2 (tribu-
nales judiciales, que pueden tener una sección especializada en cues-
tiones administrativas), ya que a esta alternativa se reducirá en última 
instancia la gama de opiniones de los autores sobre la Sección 2.". 
Para ello es preciso determinar las características de uno y otro 29. Es 
evidente que en el primer caso se trata de uno o varios órganos que 
no pertenecen a la Jurisdicción ordinaria como organización, sino que 
ellos mismos constituyen una organización propia o están adscritos 
a la organización administrativa. y al ser una Jurisdicción ex profeso, 
distinta de la ordinaria, su existencia pugna con el principio de uni-
dad o unicidad de Jurisdicción, allí donde éste impere como principio 
constitucional; en cambio una sección especializada no quebranta ese 
principio, por pertenecer a la Jurisdicción ordinaria 30. 
La especialidad afecta inmediatamente a la organización y a su 
conexión con los poderes del Estado. De ahí que a una Jurisdicción es-
pecial corresponda igualmente una inserción característica en la es-
tructura de la sociedad, y también otras es~ecialidades en cuanto a 
29. A propósito de la independencia del órgano, P. WESEMANN expone así 
estas dos hipótesis, a saber, «si tribunal administrativum est vel 
a) pars integrata, sed separata (quae suo arbitrio agere potest) in organo 
administrativo, vel 
b) pars integrata, sed specialis (v.g. «Sezione Amministrativa del Tribunale 
diocesano», Romita) in organo iudiciario, Le. in Tribunali» (De iure processuali 
administrativo et iudiciario in reconciliatione fovenda, en «Monitor», 1975, 364). 
En este último caso la expresión tribunal administrativo está tomada en sentido 
amplio (A-l) que nos parece impropio, pues se trata de un tribunal ordinario, 
con una sección especial, no especializada. 
30. La Ley italiana 20.I1I.1865, alZ. E, arto 1.0 suprimía los tribunales especia-
les de lo contencioso-administrativo, y el arto 2.0 traspasaba esta función a la 
jurisdicción ordinaria. Y la vigente Constitución de 1947 parece haber hecho 
lo mismo en cuanto a la supresión de ciertos tribunales especiales (art. 102) para 
unificar la jurisdicción (en España esa unificación se estableció por Decreto-Ley 
de 6.x1I.1868). Por eso, según la doctrina, esa supresión de las jurisdicciones 
especiales de la Constitución italiana no podía hacerse sino mediante la creación 
de secciones especializadas incluidas en los órganos normales de la magistratura 
(cf. V. ANDRIOLI, A proposito di giurisdizioni speciali e di sezioni specializzate, en 
«Rivista di Diritto Processuale» 1949, 1, 139-140) . 
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su composición y funcionamiento, a la selección y estatuto personal 
de sus miembros, y a los poderes de que goza, que han de serIe expre-
samente atribuidos 31. 
La especialización, en cambio, depende sólo de la materia, sin afec-
tar a la organización. Responde a exigencias de formación profesional, 
capacitación y eficacia, conservando su pertenencia a la organización 
común. Por eso mismo, en principio, una sección especializada parti-
cipa de los caracteres comunes de la Jurisdicción ordinaria, tanto 
por lo que se refiere al estatuto de los jueces, como en lo relativo al 
valor de sus decisiones, principios que informan el proceso; legisla-
ción supletoria, etc. 32. Esto último admite, indudablemente, matiza-
ciones y grados, pero con tal que no afecten a la inserción en la 
organización judicial a todos los efectos. 
Por último queremos advertir que la «judicialidad» de la Signa-
tura Apostólica no pugna con la existencia de una Jurisdicción admi-
nistrativa, o sistema de doble Jurisdicción (una ordinaria y otra ad-
ministrativa). En efecto, los litigios contencioso-administrativos po-
drán ser conocidos por tribunales administrativos (distintos de los 
ordinarios) cuya institución está prevista en los proyectos legislati-
vos para un futuro quizá no lejano. Por consiguiente, habrá dos líneas 
jurisdiccionales diversas. Esto no es óbice, sin embargo, para que en 
el vértice se encuentren ambas en un mismo órgano: el Supremo 
Tribunal de la Signatura Apostólica, que constaría de dos secciones 
especializadas. 
b) La naturaleza del Tribunal según la doctrína 
A la vista de la equivocidad de los términos, sucede que autores 
cuya opinión es coincidente en el tema que estamos estudiando, em-
31. Aquí tomamos el término «especial» en contraposición a la jurisdicción 
civil y criminal, p~ro la doctrina moderna suele distinguir entre tribunales ad-
ministrativos ordinarios y especiales (cf. S. ROMANO, Le giurisdizioni speciali 
amministrative, en «Primo Trattato completo di Diritto Amministrativo italiano», 
de V.E. Orlando, IV, 511 ss.; F. SOSA, Jurisdicciones administrativas especiales, 
Sevilla 1977, 44 ss.). 
32. Sin embargo, cabe . el peligro de que la inserción de tales órganos en la 
jurisdicción ordinaria sea sólo de nombre, y a efectos de eludir la prohibición 
constitucional italiana. En el caso que comentamos, autores como Sandullihan 
denunciado como inconstitucionales ciertas secciones especializadas, que no di-
ferían sustancialmente de las jurisdicciones especiales. Cfr. sobre el tema V. AN-
DRIOLI, A proposito, 140-142. Este autor resume los caracteres de las secciones es-
pecializadas en estos dos capítulos: que contra sus sentencias cabe el remedio 
de la casación, y que se les aplican los principios del proceso 9rdinario (relación 
procesal, doble grado, contradictorio). Y, por supuesto, establece como requisito 
la inserción orgánica en el orden judicial ordinario. 
SIGNATURA ApOSTÓLICA y TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS 685 
plean vocablos distintos; en cambio otros, que parecen hallarse de 
acuerdo, lo están sólo en apariencia. 
Un ilustre canonista 33, entre los partidarios de la naturaleza judi-
cial de la Sección 2.a , señala a Varalta, Coppola, Delgado, Ranaudo y 
Souto; en cambio, entre los que sostienen su carácter administrativo, 
alinea a Pinna, Baccari, Poupard, Lefebvre, Staffa, Lobina, Moneta, 
Traserra, Graziani y al propio Gordon. Sobre cómo interpretar la 
opinión de Ciprotti se muestra dubitativo 34. 
Actualizando la relación, y modificándola en cierta medida, opi-
namos que se pronuncian por la naturaleza judicial del tribunal Ba-
coari 35, Del Re 36, Grocholewski 37, Moneta 38, Pinna 39, Ranaudo 40, Ro-
33. Cf. 1. GORDON, De iustitia, 305-311, y La renovación, 592-593 . 
. 34. En De iustitia, 308, GoRDON se inclina por incluirlo entre los de natura-
leza administrativa, y por la opinión contraria en La renovación, 592. 
35. El pensamiento de R. BACCAR! es claro, cuando escribe en La giurisdizione 
amministrativa locale nel diritto canonico, «Monitor» 98, 1973, 379: «Una sezione, 
all'uopo istituita, di un tribunale ordinario, la Segnatura Apostolica, e non ad un 
organo diverso da quelli giudiziari, · come e il Consiglio di Stato». Lo mismo dice 
en p. 462 del mismo volumen; y en De iustitiae administrative indole ac de eius 
functione participativa, «Periodica» 67, 1979, 645: «verum est Sectionem Alteram 
aliud non es se nisi sectionem specializatam alicuius tribunalis ordinarii iam 
prius existentis, nempe Signaturae Apostolicae». 
36. Para DEL RE se trata de una Sección 2: erigida en el S. T. de la S. A., 
no de un tribunal administrativo como el Consejo de Estado (cf. La Curia, 240). 
37. Al menos este autor hace notar que esa fue la opinión de la Comisión 
redactora del c. 110 § 2 del Schema de normis generalibus, que hablaba de la 
«actio iudicialis ad tribunal administrativum» (Z. GROCHOLEWSKI, L' estinzione 
della «potestas regiminis» nella revisione del Codice, «Monitor», 105, 1980, 482. 
38. Está claro el pensamiento de MONETA: «Sembra per tanto piu corretto 
considerare la seconda sezione della S. A. come una sezione di tribunale giudi-
ziario specializzata in relazione a particolari materie ad essa attribuite: in 
quanto semplice sezione essa non intacca quindi la configurazione unitaria de~ 
tribunale della S. A., ne tanto meno la posizione di tale organo unitariamente 
considerato, al vertice ed in seno al potere giudiziario dell'ordinamento della 
Chiesa» (Il controllo, 49; vid. también 259). 
39. «Queste controversie, in grado di appello o piuttosto ricorso contro i de-
creti . del competente Dicastero, non vanno portate ad un Tribunale Amministra-
tivo, ma ad una seconda sezione ora eretta presso il S. Tribunale della Segna-
tura Apostolica» (G. PINNA, Riforma della Curia Romana, 14). 
40. Si bien RANAUDO duda si la Sección 2: es tribunal ordinario especial o 
tribunal administrativo, en Brevi note sul giudizio d'illegittimita degli atti amo 
ministrativi canonici «<Apollinaris», 44,1971,403), su pensamiento parece claro en 
Considerazioni su alcuni aspetti dell'attivita amministrativa canonica «<Monitor» 
93, 1968, 332) Y sobre todo en Il contenzioso amministrativo canonico (ibid. 554-
555), donde dice: <,Non e un tribunale amministrativo nel senso che comunemente 
si da a questa frase, ma un tribunale della 2: Sezione della S. A;». Pero considera 
que la Signatura no es un tribunal ordinario más, sino «sui generis» por el pro-
cedimiento y la calidad de los jueces, que le confiere prestigio, estabilidad e 
independencia. 
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mita 41, Spinelli 4Z y Varalta 43. Sostienen en cambio su carácter de tribu-
nal administrativo, Ciprotti 44, De Diego-Lora 45, Della Rocca 46, Gismon-
di 47, Gordon 48, Graziani 49, Lefebvre 50, Lobina 51, Pinto 52, Sabattani 53, 
41. Para ROMITA el tribunal, aunque administrativo, es siempre una Sección 
especializada de un Tribunal ordinario, diverso de las jurisdicciones especiales 
administrativas (Cf. «Monitor» 98, 1973, 465). 
42. «La seconda sezione della Segnatura, piil che un tribunale amministra-
tivo vero e proprio, si dovrebbe ritenere una sezione con competenza particolare 
e quindi di carattere specializzato» (L. SPINELLI, Note, 6). 
43. Z. VARALTA contrapone el sistema vigente con otro «quod praevidet ut 
iustitiae administrativae consulatur per tribunalia administrativa ad hoc ere-
cta ... ». De principio subsidiarietatis relate ad ordinandam administrationem iu-
stitiae in Ecclesia, en «Acta Conventus internationalis canonistarum», Vaticano 
1970, 351). 
44. CIPROTTI denomina a la Sección 2: «speciale tribunale», y dice que «ac-
canto alla Segnatura Apostolica come tribunale centrale, vengono istituiti tribu-
nali periferici ... » (Stato attuale e prospettive della giustizia amministrativa ca-
nonica, «Monitor» 98, 1973, 355). 
45. La opinión de C. DE DIEGO-loRA, confirmada oralmente, viene expuesta 
en El control judicial del gobierno central de la Iglesia, en lC 11, 1971, 424-427, 
Y en Poder jurisdiccional y función de justicia en la Iglesia, Pamplona 1976, 78, 
donde la juzga tribunal administrativo: <<no deja de ser un órgano que goza 
de cierta independencia ( ... ) está ligado de algún modo a la Administración, 
no lo está más que lo que pueda estar, por ejemplo, el Consejo de Estado». 
Auspicia, eso sí, la implantación del sistema judicial. 
46. F. DELLA RoccA le denomina tribunal administrativo en Il Concilio Va-
ticano JI e i problemi della giustizia ecclesiastica, «Lex Ecclesiae», Salamanca 
1972, 547. 
47. Para GISMONDI es un «tribunale speciale», una «giurisdizioneamminis-
trativa» (cf. Alcuni problemi sulla giustizia amministrativa nell'ordinamento 
canonico,«Il diritto ecclesiástico», 1974, 4, 314. 
48. Además de los artículos antes citados de GORDON pueden verse sobre el 
tema, De tribunalibus, 602-652, y Normae, 75-113. Muy recientemente sostiene la 
misma opinión J. C. MEszARos, en una tesis escrita bajo la dirección de GORDON 
(cf. The present..., cit., 29-30). 
49. Afirma GRAZIANI que se eligió la vía media (sistema de doble jurisdicción), 
instituyendo un órgano verdaderamente judicial (es decir, un tribunal), pero es-
pecial (cf. Quaedam animadversiones in administrationem iustitiae in Ecclesia 
post Conc. Vaticanum JI, «Studi di Diritto Canonico in onore di Marcello Ma-
gliocchetti», vol. Il, Roma 1975, 725; Y De Supremi, 539-545. 
50. «Avec cette institution qui dote l'Eglise d'une espece de Conseil d'Etat, 
une juridiction administrative est creée» (CH. LEFEBVRE, Pouvoir, 351). «Ita aperi-
tur via ad systema Duplicis lurisdictionis» (De recursibus, 222). 
51. Trata del «Riparto di competenza tra giurisdizione ordinaria egiurisdi-
zione amministrativa» (G. loBINA, La competenza, 104 ss.). 
52. Más que exponiendo una opinión personal, se hace eco de la opinión 
dominante, resultado del interés de no someter a las Congregaciones romanas 
a un Tribunal: «preoccupazione fugata dalla individuazione neHa Sectio Altera 
di una indole amministrativa» (P. V. PINTO, La giustizia amministrativa della 
Chiesa, Milán 1977, 42-43). 
53. «Speciale Tribunal Administrativum coram quo iam haberi possit iu-
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Staffa 54, Traserra 55, Villeggiante 56, Wesemann 57 y la misma Signatu-
ra 58. Algunos autores dudan o no se pronuncian sobre esta cuestión, 
como Coppola 58, Delgado 60, Poupard 61 y Souto 62. 
dicium circa actus administrativos» (A. SABATTANI, Iudicium de legitimitate 
actuum administrativorum a Signatura Apostolica péractum, en IC 16, 1976, 
231). 
54. «Quod autem Tribunal administrativum, non iudiciale, sit...» (D. STAFFA, 
De Supremo administrativo seu de secunda Sectione S. T. Signaturae Apostolicae, 
«Periodica» 61, 1972, 21). 
55. «La Consto REU ha optado por un sistema de doble jurisdicción y los 
autores -en esta línea- ven su perfeccionamiento futuro en la creación de di-
versos grados y clases de tribunales administrativos» (J. 'fRASERRA, La tutela, 
126). 
56. Habla VILLEGGIANTE del «Iudex specialis administrativus» el cual persi-
gue el «finis inmediatus activitatis iudicialis administrativae» (De iuribus ét 
causis iurium in Ecclesia, «Ephem. LC.», 30, 1974, 156). 
57. «Forum admnistrativum-iudiciarium, vel recursus ad tribunal administra-
tivum» (P. WESEMANN, .De iure, . 360-361). 
58. En una decisión del Congressus de 1.XII.1970, y en lógica consonancia 
con la tesis del Cardo Prefecto (Staffa) y del Secretario (Mons. Sabattani), se dice: 
«Non in Tribunali iudiciali seu in La Sectione, sed in Tribunali administrativo, 
quod simul cum 2.a Sectione per hanc suam constitutionem creavit» (en «Apolli-
naris» 44, 1971, 613). Seria discutible si, al hablar de dos Tribunales, no se está 
refiriendo a dos funciones o modos de actuar. 
59. Las referencias de este autor al tema son buena muestra de la comple-
jidad de la cuestión. En un principio se pronuncia por la tesis judicialista: 
«Sezione specializzata di un Tribunale ordinario» (R. COPPOLA, Riflessioni sulla 
istituzioné delta seconda sezione delta Segnatura Apostolica, «Apollinaris» 43, 
1970, 365). Más tarde, sin hacer un pronunciamiento personal, dice que es «rite-
nuta tribunale amministrativo dalla dottrina prevalente» (Annotazioni in mar-
gine all'interpretazione autentica sulla giurisdizióne di legittimita nel diritto 
canonico, «11 diritto ecclesiastico», 83, 1972, 1, 383). Y por último muestra los 
dos planos en que puede plantearse la cuestión, funcional y orgánico, al decir 
de la naturaleza del tribunal «che potrebbe sempre essere considerato amminis-
trativo, nonostante sia stato presentato come una sezione specializzata presso 
un preesistente Tribunale ordinario, secondo criteri da approfondire» (In tema 
di risarcimento del danno derivante da atto amministrativo, «Apollinaris» 46, 
1973, 165). 
60. G. DELGADO, tanto en La actividad de la Signatura Apostolica en su Sec-
ción segunda (IC 12, 1972, 67) como en Desconcéntración orgánica y potestad 
vicaria (Pamplona 1971, 250-251), al emplear las expresiones «control judiciah> y 
«jurisdicción contencioso-administrativa» lo hace en sentido genérico, como 
control por un órgano jurisdiccional, sin tomar partido en el "tema que aquí 
tratamos. 
61. «Le Tribunal supreme comporte deux sections qui en font l'équivalent 
d'une Cour de Cassation et d'un Conseil d'Etat» (Connaissance du Vatican, Pa-
ris 1967, cit. por L GORDON, De iustitia, 309). Es muy distinto decir que equivale 
a sostener que es, como luego comentaremos. 
62. Lo dicho para Delgado sirve también respecto a Souto: no emite su 
parecer sobre la naturaleza de este órgano en El reglamento del T. S. de la 
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c) Nuestra opinión sobre el tema 
Pese a la enorme variedad de opiniones y aspectos que los auto-
res hacen resaltar cuando tratan de la nueva Sección instituida en la 
Signatura Apostólica, a la vista de las nociones expuestas, parece 
obligado ofrecer nuestra visión personal al lector, de forma breve y 
sistemática. 
1) Tribunal u órgano jurisdiccional 
El primer punto sobre el que fijaremos nuestra atención es el de 
si la Sección 2.a constituye un tribunal --es decir, un órgano juris-
diccional- o bien un órgano de la Administración activa. Sobre este 
extremo no existe la menor discrepancia, entre otras razones de más 
peso, porque la Signatura Apostólica recibió en la Sapienti consilio 
de Pío X el nombre de Tribunal Supremo, que conserva -y con toda 
razón- tras la reforma de Pablo VI. 
El cardo Staffa explica así los caracteres que hacen de ese órgano 
un verdadero tribunal: «Est enim organum, cui Suprema auctoritas 
publicum munus commisit dirimendi controversias per legis applica-
tionem ad casus particulares, cuiusque deliberationes obligant par-
tes» 63. No es aquí donde la doctrina se divide. Más aún, tratando de 
recalcar este su carácter jurisdiccional, varios canonistas -aunque 
sostengan que se trata de un tribunal administrativo- afirman que 
es un órgano verdaderamente judicial 64. Incluso en aquellos asuntos 
Signatura Apostólica (IC 9, 1969, 525 ss.). Es de notar que en el sistema español 
importa lo mismo decir control judicial o jurisdiccional. No se plantea el pro-
blema de los tribunales administrativos, inexistentes, pues es a la Jurisdicción 
ordinaria a la que Se le ha confiado la jurisdicción contencioso-administrativa. 
63. D. STAFFA, De Supremo, 21. 
64. Cuando E. Graziani dice que la Sección 2.a es un tribunal judicial (y no 
administrativo, como sostiene Staffa), en realidad quiere afirmar que es un 
órgano jurisdiccional (tribunal de justicia), no un órgano administrativo; 
para demostrarlo, aduce dos argumentos que no le parecen concluyentes (un 
órgano puesto en la cumbre de la organización judicial, y un procedimiento 
semejante al del proceso ordinario), pero sí, le convence el tercero: según el 
Vaticano II, aplica una tutela igual e imparcial a superiores y súbditos en sus 
conflictos. • 
Cf. De Supremi, 540-543). y P. V. PINTO afirma: «Meno corretta ci sembra 
la divisione fra tribunale giudiziale e tribunale amministrativo perche in am-
bedue i casi si tratta di 'potestas iudicialis'. Piu correttamente la differenziazione 
puo essere fatta fra giurisdizione ordinaria e giurisdizione speciale (amministra-
tiva)>> (La giustizia, 43, nota). Y lo mismo sostiene G. RAAB (cf. «Periodica» 67, 
1978, 572-573). En la Iglesia no hay razón alguna de tipo constitucional -pues en 
ella no impera la separación de poderes- para imponer ese concepto, restrin-
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que recibe en delegación de las S. Congregaciones, la Signatura desem-
peña una función judicial y requiere por ello la existencia de un 
objeto controvertido al que aplicar la ley, pues de otro modo devuelve 
el caso 65. 
Si acudimos al articulado de las NS, podremos observar que se 
trata de un tribunal contencioso. Basta ver que sus miembros se deno-
minan jueces, que resuelve conflictos surgidos entre partes, asistidas 
y representadas por patronos mediante una verdadera contradicción y 
un proceso, a través de una serie de actos procesales 66. Y no es obs-
táculo a lo dicho la estructura interna de la Signatura, en ciertos as-
pectos semejante a la de otros dicasterios de la Santa Sede, como el 
funcionamiento de un Congreso y un Plenario o el nombre de los ofi-
cios .67. Una característica que distingue al juez del administrador es 
indudablemente que aquél debe ser imparcial, mientras que éste actúa 
gido e impropio, de lo judicial. F. SOSA (cf. Jurisdicciones administrativas espe-
ciales, Sevilla 1977, 42-43) expone así lbs caracteres de la Jurisdicción: por el 
órganQ, es independiente e imparcial;- por el objeto, compone conflictos; por el 
procedimiento,actúa con «figura y .estrépito de juicio»; por el fin, actúa el 
Deré~ho y 10 aplica a casos. concretos. . .. . - . _ 
- 65. En Un asunto remitido a -la Sección 2: por la S. C. para los clérigos, 
aquélla consideró que se le pedía el ejercicio de una función administrativa (vi-
gilancia y dirección de la administración de unos bienes) propia de un órgano 
activo, no de un tribunal; y en consecuencia devolvió el expediente. He aquí el 
tenor del decreto del Congreso de 8.VI.1976: «Cum, in casu, obiectum contro-
versiae adhuc formaliter definitum non sit, ad Sectionem Alteram S. Apostoli-
cae -quae natura ipsa sua tribunal est, ideoque ad controversias dirimendas 
institutum- vi arto 107 consto ap. REU, res deferri non potest». Añade que se 
trata de una competencia de esa S. Congregación, según el n. 70 de la REU, 
«ideo acta eidem S. Congregationi restituantur» (vid. P. V. PINTO, La giustizia, 
350-351). El subrayado es nuestro. 
66. Por ejemplo, se emplean los términos de «iudices» (arts. 1, 15, 122, 123), 
«contentÍones» (96), «partes» (arts. 97-99, 102,114), «PatronÍ» o «advocatÍ» (arts. 
6, 97, 99, 101, 106, 111, 113, 114), «processus» o «actus processuales» (arts. 97, 
99, 101, 111), «iudicium» (art. 99), etc. 
67. Cfr. P. V. PINTO, La giustizia, 41-42; E. GRAZIANI, De Supremi; 540-543. 
Respecto ":éll Con.gre~()-, : venía ·preyistopara la Signatura por la legislación de 
Pío X~ (Ordócservandus. _Normae -communes, cap. I, 3.°): «Excepta S. Rota ... ' in 
ceteris Officiis- omnibus,administri m~iores, praeside Car9inali suo, Congres-
sum -constituunb.Y las funciones del -mismo eran indicadas en las Normae 
peculjares~ cap. n, 2.° Actualmente ni el. RGCR asigna un Congreso a la Signatu-
ra, pues sólo habla del mismo en relación a los dicasterios administrativos 
(Parte U, Título IV), ni la REU ()- las NS aluden a este órgano en el Supremo 
Tribunal. Sin embargo la praxis ha mantenido el Congreso que, implícitamente, 
puede considerarse descrito en los arts. 8 y 116 de las NS,con una diferencia: 
mientras según estas normas es el Cardenal Prefecto de la Signatura el que 
toma las . decisiones oyendo a los demás, según el arto 124 del RGCR el Con-
greso de las S. Congregaciones toma sus decisiones colegialmente. 
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en causa propia. Pues bien, en la Signatura se exige la imparcialidad 
de los Cardenales jueces, hasta el punto de que contra ellos se admite 
la excepción de sospecha, según ha declarado la Comisión para la 
interpretación del Vaticano 11 68. 
Pese a lo dicho, a veces se utilizan expresiones menos claras en 
relación con los tribunales administrativos. Así, por ejemplo, induce 
a confusión afirmar que la jurisdicción administrativa es una vía me-
dia entre la potestad judicial y la administrativa: porque lo interme-
dio entre el administrador y el juez puede ser el administrador-juez. 
y una institución que supone el ejercicio de una función judicial para 
la tutela de los particulares no puede quedar en manos de la Admi-
nistración. Parecidas resonancias tiene la expresión «potestad o fun-
ción judicial-administrativa», que nos retrotrae a épocas pasadas, de 
balbuceo e imperfección de los sistemas civiles, en los que no tiene 
por qué incurrir la Iglesia. 
Tampoco debe incurrirse en el defecto del localismo, adoptando 
los esquemas de jurisdicción administrativa de un país determinado, 
que por falta de perspectiva podrían identificarse con la esencia intan-
gible del sistema. Para no hablar de las legítimas peculiaridades de 
la familia de sistemas anglosajones, es indudable que en los llamados 
sistemas continentales se dan variedades notables que convendría ha-
ber estudiado antes de formular un proyecto: los tribunales adminis-
trativos independientes de Alemania Federal, los franceses que han 
ido independizándose de la Administración, los similares italianos que 
constituyen sólo una parte del sistema y los españoles que son salas 
especializadas de los tribunales ordinarios con los mismos poderes 
de un «Conseil d'Eta!». 
Todo sistema tiene sus ventajas e inconvenientes, que es preciso 
sopesar por especialistas, haciendo un estudio de Derecho comparado, 
para evitar perspectivas limitadas o la asimilación de la jurisdicción 
administrativa a algo no plenamente jurisdiccional 69• Así, por ejem-
68. Cf. AAS 68, 1976, 635. 
69. Esta objeción la formula G. RAAB al grupo de consultores que hacen la 
reforma (cf. «Periodica» 67, 1978, 573). A veces se plantea por defecto de sis-
temática un problema que, en principio, no debiera existir. Cuando ROBERTI 
trata de la jurisdicción en su famosa obra, dedica el n. 65 a las jurisdicciones 
contenciosa y criminal; y sólo después de estudiar la jurisdicción voluntaria 
(n. 66) (que, sobre guardar poca semejanza con aquellas, tiene escaso interés) 
pasa a ocuparse en el n. 67 de la jurisdicción administrativa, que contrapone a 
la civil. Sería más adecuado decir que la jurisdicción contenciosa se divide 
en civil y administrativa, y que se opone a la criminal. Después de eso se com-
prendería mejor qué debe ser el proceso administrativo, y no se diría que la 
acción administrativa representa la protección indirecta de un interés legítimo 
(cf. ibid., 160), cosa que sólo es válida para Italia, y no siempre. 
SIGNATURA ApOSTÓLICA y TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS 691 
plo, siendo las Congregaciones los supremos órganos administrativos 
de la Iglesia 70, una de ellas aplica tal denominación a la Sección 2.a 
de la Signatura 71; por eso es importante que a ésta se le llame tribu-
na1 72, y que no se diga que ocupa la cima de la jerarquía administra-
tiva 73, sino de la judicial. 
2) Crítica de la tesis del tribunal especial 
Donde los autores discrepan es en la cuestión de si la Sección 2.3 
es tribunal judicial o administrativo. Ya hemos dicho que este extremo 
no tiene gran importancia, y que la diversidad de opiniones procede 
más de la falta de entendimiento acerca de la terminología que se 
emplea. 
El problema teórico -a nuestro juicio- se resuelve en determinar 
si la Signatura Apostólica es un solo tribunal o está constituido por 
dos. Los partidarios de la primera tesis -a la que nos adherirnos, 
con ciertos matices, dada la relatividad del tema- son judicialistas, 
70. Así lo afirman D. STAFFA, De Supremo, 20; C. DE DIEGO-LoRA, El control, 
325; A. RANAUDO, Il contenzio5o, 556. 
71. En un escrito que dirigió la S. C. para los religiosos el 20 de mayo de 
1974 a la Sección 2:, llama a este Tribunal «Supremo Organo Amministrativo» 
(vid. «Apollinaris» 47, 1974, 389). • 
72. Por eso nos parece imprecisa la terminología del interesante congreso 
celebrado con ocasión del centenario de la Facultad de Derecho Canónico de 
la U. Gregoriana el 18.11.1977 (cf. «Periodica» 67, 1978, 521 ss.): «De organismis 
iustitiae administrativae in Ecclesia», «Supremus Organismus contentioso-ad-
ministrativus in Ecclesia». Si para buena parte de la doctrina la justicia admi-
nistrativa comprende también los recursos administrativos, organismos de jus-
ticia administrativa serían asimismo las Congregaciones romanas. Y Organis-
mos contencioso-administrativos existieron en Francia, aun antes de que alcan-
zaran la categoría de verdadera Jurisdicción. 
73. Está claro el carácter jurisdiccional que en el pensamiento de GoRDON 
tiene la Sección 2: (cf. De tribunalibus, 618; Normae, 90). Sin embargo, en este 
último artículo citado, por dos veces dice que está «in apice hierarchiae admi-
nistrativae» (pp. 90 Y 98). Pase que esté en el ápice de la Jurisdicción adminis-
trativa, pero para que ocupara ese lugar en la jerarquía administrativa, ten-
drían esos Cardenales que actuar como administradores, lo que contradice el 
mismo autor: «In quovis tamen casu Cardinales semper Iudices sunt» (Normae, 
98, n. 48). También (De tribunalibus, 642) utiliza otra expresión cuando menos 
equívoca: «Administratio contentiosa seu Tribunalia administrativa». Y lo mis-
mo ocurre con P. VALDRINI, quien afirma que el sistema «crée une défense ju-
ridictionnelle a l'intérieur du domaine administratif», que es una verdadera 
«administration contentieuse» (Confllts et recours dans l'Eglise, Estrasburgo 
1978,67 Y 25, nota 17). Para nosotros una Administración contenciosa realiza actos 
administrativos y es una Administración-juez. En la Iglesia no existe esta Ad-
ministración como algo distinto de la activa: los órganos de ésta resuelven 
asuntos tanto contenciosos como voluntarios. 
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mientras que los que abogan por la naturaleza administrativa del tri-
bunal parten de la idea de que hay un doble tribunal en la Signatura. 
Los autores del primer grupo tienen a la Sección 2.a por una sección es-
pecializada de un tribunal ordinario, y los otros hablan, en cambio, 
de un tribunal especial administrativo, o de un órgano de una juris-
dicción distinta a la judicial. Todo ello de acuerdo con los conceptos 
que hemos expuesto previamente ?4. 
Cualquiera de estas dos corrientes tienen argumentos a su favor. 
Pero en todo caso conviene comprobar tanto la objetividad de los 
datos alegados como su fuerza probatoria. Verdad es que pocos auto-
res han motivado su opinión sobre el tema, aunque ' a veces se sobreen-
tienden sus razones, que se basan en la historia de la justicia adminis-
trativa eclesiástica, en la Constitución de la Iglesia o en las caracte-
rísticas de la Sección 2.a • Veamos esas razones: 
l.er argumento: La Sección 2.a se dedica íntegramente a resolver 
cuestiones administrativas ?5, y, en particular, todo lo referente a la 
jurisdicción contencioso-administrativa ?6. Además emplea un procedi-
miento judicial, pero más simple ?? Por consiguiente, es un tribunal 
administrativo. . .. . ." . ' . . 
El razonamiento "resulta correcto sialaexpresióntribun.al (ldmi-
nistrativose le asigna la acepción A-l anteriormente descrita,en "sén-
tidoamplio. Sin embargo es una acepción impropia, pues se refiere a 
la-materia, pero no a la naturaleza del órgano; esa característica"":'re-
solver conflictos administrativos- es común a todos los sistemas de 
justicia administrativa. Tampoco la diferencia de procedimiento es 
muy ilustrativo: cada Sección de la Signatura tiene diversos procedi-
mientos y cada tribunal civil suele tener diversos procedimientos se-
gún el asunto que trate: jurisdicción voluntaria o jurisdicción con-
tenciosa y -dentro de ésta- juicio ordinario, juicio de ejecución,etc. 
y no es preciso llamar la atención sobre la importancia -que aumen-
tará en el futuro- de los procesos judiciales sumarios en la Iglesia. 
En resumen, aquellos son criterios que no sirven para distinguir entre 
74. Vid. las opiniones bajo el epígrafe anterior, de RÓMITA; RANAUOO y , COPP.9~, 
entre otros. 
75. Así GORDON: «Quae autem sit de facto administrativum constat .. . ex na-
tura sectionis totius, quae solis negotiis indolis administrativae incumbi!» (De 
tribunalibus, 632), es decir, «ex obiectocompetentiae» (Normae, 97) . 
. . 76. Sostiene este concepto amplísimo ' de tribunal administrativo D. STAFFA: 
«Tribunal administrativum est organum iustitiae administrativae seu contentiosi 
administrativÍ» (De Supremo, 21, nota). Pero luego este autor adopta unaacep-
ción distinta. 
77. Cf. I. GORDON, De tribunalibus, 618. 
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tribunales especiales y secciones especializadas, y por eso nada prue-
ban: todos serían tribunales administrativos, según los mismos. 
Es indudable que en ese mismo sentido la Sección 2.a aparece 
cumpliendo la función de un tribunal administrativo, y esta es la 
razón de que se le compare, por ejemplo, a un Consejo de Estado. 
Pero una . cosa es calificarlo de tribunal administrativo y otra muy 
distinta afirmar que es equivalente, que cumple sus funciones, que es 
un quasi tribunáZ administrativum: la equivalencia funcional no pue-
de negarse, lo cual no desvirtúa el hecho de que en muchos sistemas 
eso lo realiza un órgano de la Jurisdicción ordinaria. 
2.° argumento: La Sección 2.a es un tribunal administrativo por-
que se distingue de la Sección 1.a 78, o se contrapone a ella, que es 
judicial 79. 
Este argumento viene a ser consecuencia directa del anterior, pues 
atiende sólo a las materias o procedimientos propios de cada sección, 
que ciertamente son distintos. Ahora bien, si hay dos secciones es 
lógico que sus materias sean diversas, lo cual se produce también 
entre secciones especializadas. Y esa distinción se aprecia igualmente 
cuando en una S. Congregación existe más de una Sección. 
Por tanto, de que resuelvan conflictos sobre distintas materias, no 
es lícito concluir la distinta naturaleza de las secciones en la Signa-
tura: puede darse una simple distribución del trabajo . y especializa-
ción, con los caractereS esenciales y aún parte del personal comunes. 
y si, como pensamos, el Tribunal es único, con dos secciones, y la 
primera es judicial, como se reconoce pacíficamente, entonces pode-
mos concluir que el Tribunal es judicial, según la acepción J-2 que 
antes hemos indicado. 
3."r argumento: La Sección 2.a es un tribunal administrativo por-
que es cabeza de una Jurisdicción especial; es decir, que si admitimos 
la existencia de una doble Jurisdicción, tenemósque reconocer que 
la Sección 2.a es un tribunal administrativo . . Y buena parte de los 
autores -nosotros también- sostiene que en la Iglesia se ha optado 
por este sistema. 
Quizá los argumentos no se expresan en esos términos, pero lá 
lógica puede conducir a ellos. Ya se sabe que están en proyecto unos 
tribunales administrativos inferiores -a ellos nos referiremos luego-
contra cuyas sentencias se apelará a la Signatura, de modo que ésta 
78. Cf. D. STAFFA, De Supremo, 21. 
79. ..Sectioaltera habet naturam administrativam, prout constat imprimis ex 
contrapositione ad Sectionem primam, quae iudicialis es!» (1. GORDON, Nor-
mae, 97). 
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será el tribunal central de tal Jurisdicción 80. Gordon, siguiendo a 
Laubadere, sostiene que para que pueda hablarse de doble jurisdic-
ción es esencial que al menos exista el Consejo de Estado, es decir, 
un tribunal central, aunque se carezca de los periféricos, y que siendo 
equiparable la Sección 2.a al Consejo de Estado, la REU ha introducido 
el sistema de doble jurisdicción en la Iglesia 81. Pero nosotros esta-
mos de acuerdo con Coppola, el cual sostiene -poniendo el ejemplo 
del sistema español- que una sección especializada no implica la 
existencia de la doble Jurisdicción 82, porque no es una Jurisdicción 
(en sentido orgánico especial). 
La REU no implanta en la Iglesia la doble Jurisdicción, pero deja 
sentado el punto de partida para su introducción, de que tratan los 
Principios directivos de la reforma y el «Schema de procedura admi-
nistrativa» (SCHPA). No habría doble Jurisdicción si las cosas que-
daran como se encuentran en la actualidad, o se extendiera a niveles 
inferiores la solución de las secciones especializadas. En cambio la 
habrá si los órganos inferiores son verdaderos tribunales administra-
tivos, constituidos al margen de la Jurisdicción ordinaria; porque no 
es preciso un Consejo de Estado para la doble Jurisdicción, que pue-
de existir a nivel del primer escalón de los tribunales. 
4.° argumento: La Sección 2.a es un tribunal administrativo por-
que razones de orden histórico o constitucional impiden o hacen in-
conveniente que de los conflictos administrativos traten los tribuna-
les judiciales 83. 
Ante esto, conviene recordar que durante varios siglos y hasta 
1908 estuvo vigente en la Iglesia la institución de la «apelación extra-
80. «Accanto alla Segnatura Apostolica come tribunale centrale, vengono is-
tituiti tribunali periferici ... » (P. CIPROTTI, Stato, 355). 
81. Cf. I. GORDON, De tribunalibus, 616-617, y De iustitia, 309. 
82. Cf. R. COPPOLA, In tema, 165, nota 8. 
83. Es opinión bastante extendida, que se origina -a nuestro entender- por 
trascendentalizar la situación postconciliar del tema, cuando no estaba permitido 
el control de ninguna jurisdicción. Según GORDON, los conflictos entre particula-
res y la Administración en Derecho canónico, «potestati iudiciali nunquam 
subiectae fuerunt, nec expedit ut subiiciatur» (Normae, 97). Más radical es 
todavía la propia Sección 2:: «Principium solemne est in Iure Canonico actus 
administrativos non es se Tribunalibus iudicialibus subiciendos» (Decisio Con-
gressus, 1.XII.1970, en «Apollinaris» 44, 1971, 612). No obstante su rotundidad, 
esta solemne declaración no tiene más valor que el relativo que le reconoce 
el c. 17 § 3 del Código, y, en concreto, se refiere a un caso en que contra los 
actos de los obispos se pretendió recurrir a los tribunales diocesanos, y luego 
a la Rota: en este contexto, por consiguiente, hay que interpretarla. Por su 
parte P. GISMONDI (cf. Alcuni problemi, 311) minimiza la cuestión: podrían haberse 
elegido los tribunales ordinarios, pero eran preferibles los administrativos. 
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judicia1», y que sólo desde entonces rigió la materia el c. 16 de la 
Lex propria y el 1601 del Código que prohiben el control judicial de 
los actos administrativos de los obispos. y en la actualidad se ha im-
puesto un sistema de justicia administrativa más en consonancia con 
el Derecho natural y con las necesidades de los tiempos. Hubo antaño, 
por consiguiente, un remedio judicial, aunque con las imperfecciones 
que comportaba su inespecificidad 84. No creemos que los argumen-
tos históricos demuestren la imposibilidad o la inconveniencia de que 
secciones especializadas de la justicia ordinaria reciban la jurisdic-
ción contencioso-administrativa, ni tampoco que la naturaleza de la 
Sección 2.a no sea esa. 
Otro argumento sería el de que nunca las S. Congregaciones han 
estado sometidas a los tribunales judiciales desde la estructuración 
de la Curia Romana por Sixto V. y es verdad que, desde un princi-
pio, sólo podía recurrirse contra sus actos a la Signatura gratiae, 
que era una Congregación más, presidida por el mismo Papa. Y que 
cuando Gregorio XVI dio nuevo impulso a la Signatura iustitiae, exclu-
yó expresamente a las Congregaciones de su jurisdicción 85, pues siem-
pre se les reconoció su papel de «vicariae Papae». No obstante, esa 
vicariedad va dando paso poco a poco a otro tipo de relación, al ser 
órganos estables de gobierno, auxiliares y subordinados al Papa, y sus 
actos no son papales. Incluso la «aperitio oris» ha sido un remedio 
tradicional en la Iglesia para revisar los actos del mismo S. Pontífice. 
Con estos antecedentes, ¿qué dificultad hay para que el Papa cons-
tituya un tribunal para realizar en exclusiva esa función, o para que 
ésta se confíe a un tribunal ya constituido? De haber algún obstáculo, 
84. F. ROBERTI dice que la apelación extrajudicial «poterat quidem locum 
dare processui ob abusus administrationis; sed per se non dirigebatur ad iudi-
cem, sed ad Superiorem; unde huius consensus semper supponebatur ad pro-
cessum ineundum» (De processibus, 117-118, n. 52). Si interpretamos bien su 
pensamiento, se refiere a que la apelación extrajudicial se interponía ante el 
juez, que además era superior, y que -por tanto- gozaba de potestad adminis-
trativa sobre el recurrido. Sin embargo todos los textos que hablan de esta 
institución se refieren a la vía judicial, y no hacen distinción alguna entre 
jueces simplemente y jueces-superiores; y «ubi lex non distinguit ... ». Además 
esa opinión contradice la de la SCC (Romana et aliarum, en AAS 16, 1924, 163) 
según la cual «in veteri quoque disciplina, recursus seu expostulatio ad Apos-
tolicam Sedem, ab appellatione etiam extraiudiciali videbatur distinguí». No 
cabe confundir, por tanto, la apelación extrajudicial con un recurso adminis-
trativo. 
Lo que ocurre es que la potestad judicial en la Iglesia no es espurea, sino 
que está inseparablemente ligada a la Jerarquía, y es tan legítima como las 
otras. 
85. Ya hemos hablado de estos detalles anteriormente, que pertenecen a la 
historia de la Signatura. 
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no se evitaría por el hecho de cambiar de nombre al órgano o a la 
sección. 
La dificultad para que un tribunal judicial resuelva tales conflic-
tos 86 no se presenta en realidad para cualesquiera tribunales judicia-
les, sino sólo para los existentes antes de la REU y según la disciplina 
de entonces 87. Ya se sabe que la Rota fue siempre inferior a las 
Congregaciones, y que tampoco el Tribunal de la Signatura podía juz-
garlas. Pero la situación cambia radicalmente desde el momento en 
que a la Signatura se otorga competencia sobre los asuntos adminis-
trativos. Podría haberse adoptado otro sistema, porque no vemos nin-
gún obstáculo para que unos jueces elegidos por el Papa y con la 
potestad que las atribuye una constitución apostólica puedan fiscali-
zar la actividad administrativa, sea de los obispos o de las Congrega-
ciones romanas, pues la aplicación de la ley al caso es precisamente 
la función de los jueces. Donde puede radicar el verdadero problema 
no es en la naturaleza del tribunal, sino en el nivel a que se sitúe 
y, sobre todo, en los poderes que se le atribuyan. En este sentido, 
ningún problema presenta el Tribunal Supremo de la Signatura Apos-
tólica 88. 
3) Sección especializada de un tribunal judicial 
Hasta aquí hemos rebatido más opiniones ajenas que defendido 
y demostrado el fundamento de las propias. ¿ Qué es lo que nos hace 
calificar a la Signatura Apostólica de tribunal único y negarle a su 
segunda Sección entidad propia? Algunas de sus características que 
vamos a exponer: 
1.a La nomenclatura empleada en la REU puede ser significativa. 
Los números 104 y 108 consideran a la Signatura como un todo único: 
86. Para STAFFA, tal situación deprimiría la dignidad de las S. Congregacio-
nes, lo que no acaece tratándose de tribunales administrativos (cf. De Supremo, 
22). . 
87. En este contexto hay que valorar la frase de ROBERTI acerca de la posi-
bilidad de confiar lo contencioso-administrativo a los tribunales ordinarios: 
«minus autem hoc systema congruere cum traditionali systemate canonico ex 
dictis satis patet» (De processibus, 119). 
88. Concordamos en este punto con P. MONETA (cf. Il controllo, 48-49, nota 52): 
que califiquemos de judicial o administrativo el tribunal de la Sección 2: no 
aumenta o disminuye en absoluto la dignidad de las Congregaciones, cuyo ma-
yor timbre de gloria será indudablemente perseguir el fin de la Iglesia con 
justicia y caridad. En otra ocasión este mismo autor sostiene que los tribuna-
les administrativos son preferibles a los ordinarios para este cometido, por ser 
los jueces especializados y los tribunales de mayor autoridad (cf. «Periodica» 
67, 1978, 578). 
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hay un único Tribunal Supremo, que se rige por una ley propia. 
A la hora de exponer su composición, se describe quiénes son los jue-
ces, cómo se nombran y cuáles son sus auxiliares principales. Sólo 
al final, una simple referencia a que tiene dos secciones, a las que 
no se asigna una denominación específica; pero ocurre también con 
algunas Congregaciones que tienen más de una sección. Esto contrasta 
con el Derecho antiguo, cuando existían dos dicasterios diferentes: 
la Signatura de gracia y la Signatura de justicia. Entonces, cada una 
de ellas gozaba de una naturaleza diversa, y esto es precisamente lo 
que no parece darse en la actualidad con una y otra sección. 
2.a La redacción de los nn. 105-107 de la REU -que se refieren 
a las competencias de las dos secciones- en realidad nombran como 
sujeto de atribución a la Signatura. Es ella la que trata los asuntos, 
dirime las contiendas, juzga los conflictos, etc.; y realiza esas acti-
vidades «per Sectionem primam» (n. 105), «per alteram Sectionem» 
(n. 106), «per eandem Sectionem» (n. 107). Idéntica fórmula se halla 
en NS, 96: parece como si las secciones fueran más fruto de la orga-
nización interna del servicio, que órganos externos -y, por supuesto, 
que tribunales- distintos 89. 
3.a La unidad de la Signatura se refleja en que ambas Secciones 
tienen en común su personal más relevante: Prefecto, Cardenales jue-
ces, prelados y oficiales mayores 90. También es única para una y otra 
sección la oficina de la cancillería (NS, 14). Para nosotros estos datos 
tienen indudable fuerza, porque impiden que se apoye el carácter 
administrativo de la Sección 2.a en la composición del órgano o en 
el origen de los jueces 91, que son los mismos para ambas Secciones; 
y nadie ha dicho todavía que la Sección primera sea un tribunal ad-
ministrativo. 
89. Refuerzan esta impresión dos datos muy significativos. Las primeras 
decisiones de la Signatura publicadas por las revistas científicas, a veces se 
asignaban a la sección a que no correspondían. Y algo más importante: según 
nuestras noticias, en el Schema correspondiente al procedimiento administra-
tivo no se habla de la Sección segunda; el canon está así redactado: «Supre-
mum Tribunal Signaturae Apostolicae videt.. .». 
90. Vid. NS, 1-16. Respecto al Subsecretario es interesante resaltar su uni-
cidad, mientras que algún discasterio administrativo cuenta con tantos subse-
cretarios como secciones. Tal es el caso de la S. C. para los religiosos e institu-
tos seculares (d. RED, 72; RGCR, 123). 
91. De otro parecer es GORDON, el cual, aún auspiciando la separación del 
personal de las dos secciones, dice: «praefatam munerum cumulationem non 
afficereessential1l Tribunalis administrativi, quae praesertim in organorum, 
procedurae et quaestionum diversitate ab illis iudicialibus consistit. Quamob-
rem nihil substantiale deesse videtur ut dici possit praefata criteriaimpleri 
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4.a Igualmente puede percibirse esa unidad, así como la general 
naturaleza judicial de la Signatura, en las normas generales de remi-
sión (NS, 126), comunes a ambas secciones: los cánones 1608-1877 del 
Código, que disciplinan el proceso judicial ordinario. E igualmente 
en la posibilidad de interponer excepción de sospecha contra los 
Cardenales de la Signatura, sin distinción de ningún género, según ya 
hemos indicado y veremos más detalladamente. 
5.a Supuesta la unicidad del Tribunal de la Signatura, bueno será 
recordar su naturaleza a lo largo de la historia, por razón de sus fun-
ciones. 
Sin necesidad de remontarnos a épocas todavía anteriores, baste 
decir que en el s. XIX, tras la restauración de la Signatura, las compe-
tencias de este tribunal se refieren al campo judicial y sobre mate-
rias judiciales: nulidad de actos judiciales, decretos y sentencias; cues-
tiones de competencia entre tribunales inferiores; y restitución in in-
tegrum contra las sentencias que pasan a cosa juzgada 92. Nadie duda 
de que se trata de un tribunal verdaderamente judicial, aunque por 
lo mismo ejerce -como todos los tribunales- ciertas funciones ad-
ministrativas inherentes a la función judicial 93 • 
Como hemos visto anteriormente, con el tiempo la Signatura Apos-
tólica vio incrementadas sus competencias judiciales. Unicamente con 
el Chir. Attentis expositis de Benedicto XIV, ya citado en la parte 
histórica, recibió alguna competencia de carácter administrativo. Tan 
es así, que la inmensa mayoría de los autores que se han ocupado 
de la Signatura, la han comparado a los modernos tribunales de casa-
ción. Puede decirse que se trata fundamentalmente de un tribunal 
judicial pero extraordinario, que goza de unos poderes que en ocasio-
nes emanan del mismo Sumo Pontífice. 
Esta situación perdura hasta la consto REU de Pablo VI, cuando 
a lo preexistente se le vienen a añadir las funciones de tribunal con-
tencioso-administrativo. Puede decirse que, a tenor de estas nuevas 
competencias, el tribunal, a través de la Sección 2.a, cumple funcio-
nes de órgano jurisdiccional contencioso-administrativo semejante a 
in Sectione altera, qua recursus supra descriptos cognoscente, ideoque esse 
veri nominis Tribunal administrativum; ac consequenter cum illo introductum 
fuisse in Signatura et in Ecclesia systema iustitiae administrativae, quod 
'duplicis iurisdictionis' audit» (Normae, 108). 
92. Cf. Pío XII, M. P. Quando per ammirabile, 6.VII.1816, arts. 51 ss. (<<Bul-
larii Romani continuatio», XIV, Roma 1935, reimpr. Graz 1964, 55); ID., M. P. 
Nello stabilire, 22.xI.l817, arts. 1025 ss. (ibid., 514); GREGORIO XVI, M. P. Ele-
vati appena, cit., arts. 335 ss. 
93. Cf. F. ROBERTI, De processibus, J, 379 ss. 
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las de los tribunales administrativos, sin que la analogía funcional 
implique identidad de naturaleza. 
6.a A propósito hemos dejado para el final la referencia al encua-
dramiento del tribunal y al nombramiento y disciplina de sus compo-
nentes. No consideramos a la Sección 2.a como un tribunal adminis-
trativo en sentido estrictísimo (A-3) del tipo Consejo de Estado, que 
son los nacidos en el seno de la organización administrativa y que, sin 
dejar de pertenecer a ella en línea de principio, gozan de competen-
cia propia y suficiente independencia 94. Como dice Staffa, no son jue-
ces nombrados por la Administración 95. Realmente esos esquemas son 
difícilmente trasvasables al campo canónico, en el que ni la Admi-
nistración ni la Jurisdicción forman cuerpos u organizaciones unita-
rias. De ahí que no pueda decirse que tales o cuales jueces pertenecen 
a la Jurisdicción ordinaria, ni están integrados en un escalafón gene-
ral, sino en la medida en que constituyen un tribunal ordinario, con 
jurisdicción para resolver los conflictos comunes. 
Esto se da en los tribunales diocesanos, pero vale igualmente -y 
por tal motivo son ordinarios- para los miembros de un tribunal 
único, como la Rota Romana, que son nombrados por el Papa; y 
también es tribunal de la jurisdicción ordinaria el tribunal único y 
supremo de la Signatura Apostólica 96, aunque puede denominarse ex-
traordinario en el sentido de que conoce de recursos extraordinarios 
(casación, etc.): es decir, porque no es tribunal de instancia 97. 
94. Como dice acertadamente A. RANAUDO -negando este carácter a la Sec-
ción 2.'_, «per tribunale amministrativo, comunemente, s'intende un tribunale 
che organicamente appartiene all'ordine amministrativo, un organo cioe, i cui 
membri sono nominati e dipendono dall'autorita amministrativa» (Il con ten-
zioso, 555); a lo que añadiremos la nota de independencia funcional. 
y GORDON dice que están constituidos «a publicis personis quae nec admini-
stratores activi sint nec magistratus ordinis iudicialis» (De tribunalibus, 618). 
Parece difícil deducir de este criterio el carácter administrativo de la Sec-
ción 2:. 
95. Cf. D. STAFFA, De Supremo, 22. 
96. Para F. ROBERTI, ambos tribunales de la S. Sede son ordinarios (De pro-
cessibus, 335). Pero mientras la Rota es de apelación e incluso de primera ins-
tancia (ibid., 359-362, n. 149) la Signatura se parece a un tribunal de casación 
(ibid., 373-375) . 
97. No estamos de acuerdo con A. RANAUDO cuando dice que la Signatura 
Apostólica -que antes ha negado sea tribunal administrativo- tampoco es 
tribunal ordinario, por su especial procedimiento sumario (cf. Il contenzioso, 
555); pues también los tribunales inferiores hacen uso de procedimientos su-
marios. Además, al ser la Signatura un Tribunal Supremo, aunque está en el 
vértice de la Jurisdicción, es «sui generis» en cuanto tribunal de casación. Es 
lo que dice MONETA: que está «al vertice ed in seno al potere giudiziario dell'ordi· 
namento della Chiesa» (Il controllo, 49). 
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2. La independencia de los jueces 
1. Sería precipitado formular un JUICIO sobre la justicia admi-
nistrativa eclesiástica con base en el sistema adoptado de jurisdicción 
administrativa, siendo así que hay aspectos sustanciales mucho más 
importantes y definitivos. Sin embargo, en principio, puede hablarse 
de aquellos caracteres considerados positivos o negativos a los fines 
que la doctrina espera de esta nueva institución. 
La generalidad de los autores se muestra partidaria de la justicia 
administrativa. Apenas hay quien piense que los recursos administra-
tivos sean la última solución a los conflictos de los particulares con 
la Administración. En la actualidad, ni en la Iglesia ni en el Estado 
se concibe otro sistema que aquel que se funde en la existencia de 
unos jueces imparciales, y con suficientes poderes para conducir a 
la Administración por los cauces del respeto al Derecho. Este segun-
do aspecto es tema de otro estudio; aquí sólo veremos qué grado 
de independencia tienen los jueces de la Sección 2.a • 
Nada que objetar tenemos al sistema de tribunales administrati-
vos, en línea teórica, es decir, «a priori». Hay que atender en cada caso 
a los resultados. El Consejo de Estado francés es una de las institu-
ciones más prestigiosas de ese país, pero no porque sea un tribunal 
administrativo, en vez de judicial, sino porque -superando un obs-
táculo constitucional característico del sistema-, abrió poco a poco 
una ancha brecha por donde se precipitó la inmensa masa de la acti-
vidad administrativa hacia los cauces de una justicia sustancial. A los 
jueces administrativos franceses cabe el orgullo de haber velado por 
los derechos e intereses del ciudadano, sin que les hayan dolido pren-
das de la Administración. El resultado parece . un edificio construido 
a retazos, en épocas y estilos diversos, pero también una complejama-
quinaria en pleno dinamismo y continua evolución. De ahí que suene 
a artificioso el sistema en otros países que lo han copiado. 
2. Volviendo a la Sección 2.a , o más exactamente a la Signatura 
Apostólica, he aquí algunos juicios sobre esta institución, considerada 
desde el ángulo organizativo. Dice Staffa que «Tribunal administra-
tivum non constituí ex iudicibus nominatis a publica administratione 
eique subiectis, sed ex Cardinalibus, hoc est, ex iudicibus minime sub-
iectis potestati exsecutivae» 98. Y lo mismo sostiene Ranaudo: los jue-
ces son los Cardenales, «del tutto indipendenti dell'ordine amministra-
tivo», y ello confiere al tribunal «prestigio, stabilita, indipendenza» 99. 
98. D. STAFFA, De Supremo, 22. 
99. A. RANAUDO, Il contenzioso, 555. 
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No sé queda Gordon a la zaga: «Agnoscere iuvat iustitiam administra· 
tivam Ecclesiae hoc novo systemate magna m perfectionem assecutam 
fuisse, siquidem perfectior est tutela quae offertur tum publicae ad-
ministrationi, tum iuribus subiectivis fidelium» 100. 
Menos elogiosos son otros juicios, más matizados. Así -según 
Graziani- la verdadera defensa no radica en el órgano sino en el 
procedimiento; y la presunta inmunidad del juez de una coacción 
externa no es suficiente, pues todo hombre, por alta que sea su 
dignidad, se halla sometido al influjo de sus propias pasiones 101. Tam-
bién Gordon, al propugnar la separación de jueces entre una y otra 
sección, da como razón «quia diversa indoles Tribunalis diversa m 
praeparationem specificamexigit, necnon ut exercitio iudicandi in al-
terutra tantum Sectione; maiorem peritiam et facilitatem acquirant» 102. 
Coppola reconoce una cierta independencia de los jueces: «Per 
quanto giudici siano anche i Cardinali, cOSI come i membri delle Con-
gregazioni con funzione amministrativa, appare, tuttavia, una certa 
indipendenza della Segnatura, elemento necessario per qualificare 
l'attivita giurisdizionale in senso stretto» 103. Y algo semejante sostiene 
De Diego-Lora: ' tras mostrarse partidario de atribuir esas funciones a 
la Rota, dice que la Sección2.a «nideja de' setórgano que goza de 
cierta independencia, al menos formal, y que su función de justicia, 
en estos casos, puede ejercerse con ajeno interés al que las S.Congre-
gaciones puedan tener en que se mantenga la validez del acto impug-
nado. y aunque, por su composición, pudiera entenderse que el Tri-
bunal de la Signatura está ligado de algún modo a la Administración, 
no lo está más que lo que puede estar, por ejemplo, el Consejo de 
Estado, en aquellos sistemas jurídicos en los que a este organismo 
está atribuida la función de justicia administrativa» 104. 
3. Al tratar de la independencia de los jueces en la Iglesia, hemos 
de tener cuidado en no propugnar algo que resulte inviable práctica-
mente, o incluso contrario al Derecho divino. Está claro que los jue-
ces dependen de la Jerarquía, y no pueden ser de otro modo: un tri-
bunal apostólico siempre dependerá del Sumo Pontífice, lo mismo que 
un tribunal diocesano está sometido al Ordinario. Pero en cambio 
100. 1. GORDON, Deiustitia, 312. 
101. ·Cf. E. GRAZIANI, Quaedam animadversiones, 728-729. 
102. Normae, 108. Lo mismo propone G. LOBINA (cf. La competenza, 122). Lo 
cual demuestra que la, a veces, aireada ventaja de la especialización de los jueces 
falla en el sistema eclesiástico a nivel supremo. 
. 103. R. COPPOLA, Riflessioni, 365. 
104. C. DE DIEGo-LoRA, Poder, 78-79. 
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puede desearse, e incluso es una exigencia natural, que un tribunal 
competente para revisar los actos de las S. Congregaciones sea abso-
lutamente independiente de ellas, y que también sean independientes 
del obispo los miembros del tribunal administrativo que conoce de 
los conflictos producidos por los actos del mismo. 
Como la Sección 2.a conoce los recursos «adversus decisionem com-
petentis dicasterii», importa ver si es únicamente juez o, de alguna 
manera, también parte en esos conflictos. Wesemann señala los tres 
aspectos que abarca la independencia judicial: una independencia 
establecida por ley, su reconocimiento por parte del Superior y la 
voluntad del juez de librarse de cualquier influjo 105. Es indudable 
que los Cardenales jueces, en el ejercicio de sus funciones, no se 
hallan legalmente sometidos a otra disciplina que la papal. Además, 
las NS prohiben expresamente toda intervención oral o escrita en una 
causa que no se sujete a los cauces previstos por la ley y no se haga 
con aprobación del Secretario y mediante trámite notarial 106 • De modo 
que la falta de libertad externa -la coacción- es un peligro remoto. 
4. Pero si bien es cierto que los Jueces de la Signatura Apostólica 
no son nombrados por la Administración, ni se encuentran sometidos 
a su disciplina a la hora de tomar decisiones, pensamos que podría 
potenciarse su imparcialidad. Nos referimos a la imparcialidad legal, 
protegida por unas normas de incompatibilidad; no a la imparciali-
dad moral -consciente y voluntaria-, de la que no cabe dudar en 
absoluto. 
Para comprender esto, téngase en cuenta que, aún en los conflictos 
ordinarios, se cuida escrupulosamente que el juez sea imparcial y 
también que lo parezca. Cuando una persona constituida en dignidad 
es juzgada, las reglas de competencia objetiva determinan un especial 
tribunal: este es el caso del c. 1557. Y no sólo por la dignidad, sino 
también para velar por la independencia de los jueces. En su virtud, 
si un obispo es juzgado en causa criminal, o los obispos diocesanos 
o las diócesis en causas contenciosas, es juez competente el Papa 
105. «Recta administratio iustitiae poscit, ut iudex in munere SUD omnino 
independens sito Haec independentia tres aspectus habet: primo independentia 
ex lege, 4uod est fundamentum; secundum agnitio huius independentiae a par-
te Superioris (hierarchici), et tertio firma voluntas iudicis ipsius se liberare 
ab omni dependentia externa vel interna, v.g. sympathia, antipathia, collegiali-
tate, oboedientia reverentiali, .etc. (P. WESEMANN, De iure, 354). 
106. "Omnino prohibentur, non aliter ac informationes orales ad Iudices, 
scripturae ex gratia legendae atque generatim quaevis distributio defensionum 
ut responsionum approbatione Secretarii carentium et per tramitem Notarii 
haud facta» (NS, 53; vid. G. LoBINA, Elementi, 62). 
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mismo o el tribunal de la Rota; si se trata de derechos o bienes tem-
porales del obispo o de la mesa o curia diocesana, puede llevarse la 
causa al juez inmediato superior (cfr. c. 1572 § 2). Fuera de estos 
casos, el que los obispos ejerzan funciones judiciales y administrativas 
no produce problemas de compatibilidad. 
Más espinoso es el tema de la imparcialidad en los asuntos conten-
cioso-administrativos, y también más difícil de proteger. De ahí la im-
portancia de establecer una adecuada reglamentación de las incom-
patibilidades de los jueces, ya que, si al mismo tiempo fuesen admi-
nistradores activos, correríamos el riesgo de disponer de un recurso 
administrativo más o menos disimulado tras la apariencia de un re-
medio jurisdiccional. 
Veamos qué acaece en la Signatura Apostólica: de hecho, los jue-
ces son nombrados entre los Cardenales de la Curia, y la mayoría si-
multanean funciones de administradores activos y de jueces conten-
cioso-administrativos: son prefectos o miembros de alguna S. Congre-
gación. De ahí resulta que las mismas personas que gobiernan desde 
los dicasterios administrativos son las que juzgan los decretos admi-
nistrativos desde la Signatura. 
A esto podrá objetarse que los jueces se abstienen voluntaria y 
espontáneamente de intervenir en las causas señaladas en el c. 1613 § 1, 
a tenor de NS, 1 § 4, Y que si no lo hicieran podrían ser recusados. 
Efectivamente, esta es una posibilidad, cuando se trata de la impug-
nación de un acto en el que anteriormente ha tenido intervención la 
misma persona, motivo por el que siempre ha de considerarse intere-
sada 107. Además, por analogía puede aplicarse a estos casos el prin-
107. He aquí la respuesta de la Ponto Comm. Decretis Conc. Vaticani II In-
terpretandis, l.VII.1976, en AAS 68, 1976, 635: «D.1) Utrum proponi possit ex-
ceptio suspicionis adversus singulos S.R.E. Cardinales Signaturae Apostolicae, 
et quatenus affirmative: 
2) Quaenam via et ratio sit sequenda ad exceptionem suspicionis defi-
niendam. 
R. Affirmative ad primum, seu exceptionem suspicionis adversus singulos 
S. R. E. Cardinales Signaturae Apostolicae moveri posee; ad secundum, res 
deferatur Summo Pontifici». 
Para una perspectiva histórica de la cuestión, y una interpretación de esta 
respuesta, cf. L. DEL AMO, La excepción de sospecha contra los Cardenales de 
la Signatura Apostólica, en REDC 32, 1976, 349-357; Y X. DCRDA, De recusatione 
iudiciali patrum Cardinalium Signaturae Apostolicae, en «Apollinaris» 50, 1977, 
194-245. Para nosotros, la recusación es pobre remedio ad casum, sustitutivo 
de algo que debe ser norma constitucional. En favor de la extensión de tal in-
compatibilidad a los jueces, se pronuncian lo GoRDON (Normae, 108) y G. loBINA 
(La competenza, 121-122). 
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cipio dele. 1571. Pero la doctrina tiende a considerar restrictivamente 
tales casos excepcionales, a tenor del c. 11. 
En el campo contencioso-administrativo conviene, a nuestro juicio, 
establecer claras incompatibilidades entre las funciones judicial y ad-
ministrativa. No se trata simplemente de no intervenir en un asunto 
en que uno ha tenido parte. Es que los administradores, como esta-
mento, se encuentran inclinados a mostrar comprensión hacia la Auto-
ridad cuyo acto se ve impugnado. Existen deformaciones y prejuicios 
endémicos en todo grupo social o profesional diferenciado, que influ-
yen inconsciente y poderosamente en los juicios de cualquiera de sus 
miembros. Por eso, cuando uno de ellos deba enjuiciar tales compor-
tamientos, defendiendo al autor se defiende a sí mismo y ampara al 
coetus en bloque, convencido de que hace lo que es justo. 
Con el fin de obviar este inconveniente, sería deseable que la in-
compatibilidad de NS, 4 § 2 se extendiera -con mayor motivo- a 
los jueces de la Signatura 108. Nadie duda de su honorabilidad y sen-
ti do de justicia, pero hoy en día esto no es suficiente, pues la!'; cues-
tiones contencioso-administrativas no son puramente teóricas, sino 
que alcanzan notable repercusión práctica, incluso . a nivel de . opinión 
popular. No será fácil que, una vez estos temas lleguen al clomjnio 
del gran público, dejen de suscitarse sospechas, que podrían haberse 
evitado recalcando la independencia de los jueces frente a la Admi-
nistración, lo cual es requisito para que el hombre de la calle crea 
en la imparcialidad de aquéllos. Si se juzga oportuno dar prestancia 
a la Signatura confiriendo la dignidad cardenalicia a sus jueces, bien 
está, con tal de que se distinga claramente entre estos Cardenales y 
los administradores, estableciendo no ya la incompatibilidad para de-
sempeñar simultáneamente funciones administrativas y judiciales, sino 
incluso para pasar de una a otra organización. 
Como por la constitución de los tribunales administrativos inferio-
res es previsible el aumento del número de recursos que lleguen a la 
Sección 2.a , habrá que pensar también en la des concentración de este 
1'ribunat y~n la posibilidad de quena todos los jueces sean Carde-
nales. Así 10 propugna un autor, el cual sugiere que cada turno se 
componga de "cuatro Votantes sacerdotes cOn verdadera preparación 
en cuestiones administrativas, presididos por un Célrdehal, reservaIldo 
élI pleno de Jos Cardenales sólo las causas excepcionales o demáyor 
importancia. De este modo sería más fácil lograr un mayor grado 
108. "Sive Votantes sive Rcferendariisunt duodecim, in quorum numerum 
admitti nequeunt Dicasteriorum Curiae Romanae Officiales vel maiores vel 
minores». 
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de eficacia y profesionalidad, sin merma de su dignidad 109. Esos miem-
bros del tribunal podrían ser incluso obispos. 
3. Publicación y motivación de las sentencias administrativas 
1. Es cosa sabida que las decisiones judiciales aisladas no tienen 
fuerza de ley, y que sólo vinculan a las personas o cosas para las 
que se han dado Cc. 17 § 3). Mayor fuerza tiene lógicamente la doctrina 
constante que se deduce de una serie concorde de sentencias, lo que 
se llama propiamente jurisprudencia: «auctoritas rerum similiter iudi-
catarum». Los autores discuten en qué medida puede considerarse 
a la jurisprudencia · fuente de Derecho: suele negárseleeste carácter 
directo, si bien se admite la posibilidád de que se valore como indicio 
de una costumbre introducida en el ordenamiento, o admitida en la 
praxis y estilo curial 110 • Sea de ello lo que fuere, lo cierto es que 
en materias administrativas -que por naturaleza son fluctuantes y se 
resisten a una fijación legalista-, la jurisprudencia alcanza notable 
importancia. La labor del Conseil d'Etat francés y de otros tribunales 
han hecho posible la tutela de derechos e intereses del ciudadano, 
a través de una jurisprudencia abierta y evolutiva. 
2. En la Iglesia, tenemos el ejemplo de las colecciones jurispru-
denciales y de declaraciones de la S. C. del Concilio, así como las de 
Propaganda fide, que sirvieron de base para los trabajos de codifica-
ción lll. y en la actualidad, la nueva institución de la Sección 2.a per-
mite abrigar esperanzas de que servirán sus sentencias para plasmar los 
principios teórico-prácticos del Derecho eclesiástico. Es deseable que, 
con la edición de las resoluciones y sentencias de las Congregaciones 
y Tribunales realizada lo más rápidamente posible, el conocimiento de 
la jurisprudencia haga más fácil la solución de los casos que se plan-
tean en la Iglesia. Esa mayor publicidad, auspiciada por el mismo 
Sínodo de obispos, ayudará a una clarificación de las candentescues-
tiones de gobierno tanto en los pastores como en los gobernados 112. 
109. Cfr. P. V.PINTO, La giustizia, 50. 
110. Sobre el tema, CH. LEFEBVRE, L'importanza della giurisprudenza nella 
difesa dei diritti soggettivi, en «La collegialita episcopale», .. Florencia 1969, 
149·160; Y la ponencia y comunicaciones presentadas en el III Congreso Inter-
naCiOnal' de Derecho úinónÍéo celebáido en · PamPlona «,La norina · en el De-
recho Canóriico», 1, Pamplona 1979, 989 ss.). 
111. . Cf. CH. LEFÉBVRE, ibid., · 156. 
112. Cf. CH. LEFEBVRE, O.C., 160; P. HUIZING, La réformé du Droit Canon, 
en «Concilium» 8, 1965, 117. 
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De otra parte no es menos cierto que para el progreso de ambos 
sectores doctrinales, científico y jurisprudencial, y para su eficacia, 
se hace necesaria una simbiosis entre los mismos. Sin ésta, se corre 
el riesgo de caer en bizantinismos, de dar palos de ciego apartándose 
de la realidad social, de auspiciar lo que ya está superado por la 
praxis del foro. Y, a su vez, los tribunales cuyas decisiones permane-
cen ignotas y preservadas así de la crítica. científica, se adormecen 
en la rutina y el formalismo, se dejan llevar por lo fácil y descuidan 
un tratamiento riguroso de los temas, impidiendo una evolución per-
fectiva de la jurisprudencia, de acuerdo con el bien común y la jus-
ticia. 
Ya en el siglo pasado, desde 1823 hasta su desaparición en 1870, 
la Signatura hizo públicas muchas de sus decisiones 113. A partir de 
la RE U se han dado a conocer algunos decretos del Congreso y menos 
sentencias del Pleno de la Signatura en su Sección 2.a 114. Parece que 
existe la intención, en las autoridades correspondientes, de iniciar una 
publicacion periódica oficial, cosa de todo punto deseable, lo que per-
mitiría sentar las bases para la formación de Ulios principios admi-
nistrativos canónicos, que den uniformidad a la jurisprudencia de los 
tribunales inferiores que se constituyan en el futuro, y ayuden a las 
curias diocesanas en su tarea de gobierno 115. Sería incluso inmensa-
mente útil llevar a cabo esa publicación, sin esperar al transcurso 
de diez años como hace la Rota. 
No constituye para lo dicho un obstáculo insalvable el art. 97 de 
las NS, que consagra el principio del secreto en el proceso 116. Este 
precepto tiene la finalidad de garantizar la necesaria reserva de los 
asuntos cuyo conocimiento podría perjudicar a las partes o a la Igle-
113. Cf. P. SANTINI, De referendariorum ac Signaturae historico-iuridica 
evolutione, Roma 1945, 100; G. LoBINA, La competenza, 19. 
114. Tales decisiones han sido publicadas en las revistas «Apollinaris» y 
«Periodica de re canonica, morali, liturgica» y como apéndice al libro de 
P. V. PINTO, La giustizia. Además han dado una visión de conjunto de los casos 
resueltos por la Sección 2:, D. STAFFA, De tutela, 169-175 y G. LoBINA, Rassegna 
di giurisprudenza della Sectio altera (1968-1973), Nápoles 1973. 
115. Cfr. G. LoBINA, La competenza, 122; Rassegna, 4. 
116. «Processus coram sectione altera evolvuntur sub secreto erga omnes, 
exceptis partibus earumque Patronis, qui possunt acta, post earumdem publi-
cationem, inspicere atque notas sumere ... ». G. LOBINA sostiene que este precep-
to no constituye obstáculo para la publicación de decisiones (d. La competen-
za, 122). 
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sia misma. Pero tal cautela se satisface con la omisión de nombres 
propios de personas y lugares que impida su identificación 117. 
3. Por último -a diferencia de lo que ocurre en los demás tribu-
nales, en cuyas sentencias es preceptivo consignar los motivos del 
pronunciamiento (c. 1873 § 1, 3.°), sin lo cual la sentencia es nula 
(c. 1894, 2.°)_, en la Signatura Apostólica ha sido tradicional la ausen-
cia de este requisito (c. 1605 § 1), lo mismo que en las S. Congrega-
ciones. A instancia de parte -y aún de oficio- el tribunal podía de-
cretar la exposición de las razones en que basa su decisión (c. 1605 
§ 2). Hoy esta misma disciplina se aplica a las sentencias de la Sec-
ción l.a (NS, 55); y también a la Sección 2.a (NS, 122), con la única 
diferencia de que aquí es el Cardenal Prefecto o el Colegio quienes 
determinan la publicación de los motivos (§ 3). En este caso, la re-
dacción se encomienda al Promotor de justicia o a un Votante, y se 
realizará en el plazo de treinta días; el escrito debe reflejar fielmente 
el pensamiento de los jueces y obtener la aprobación del ponente 
(NS, 55 § 4). 
Es innecesario insistir en la importancia doctrinal y didáctica que 
tiene la publicación de las razones in iure e in facto de la sentencia. 
No sabemos en qué medida esto se hace: de las decisiones que se han 
dado a conocer, consta la motivación de las que son sentencias, pero 
menos cuando se trata de decretos de inadmisión del Congreso. 
Si tenemos en cuenta que en el momento actual no sólo son 
novedosos estos procedimientos, sino que también existen muchos 
puntos oscuros sobre el Derecho administrativo sustancial aplicable, 
se comprenderá que las sentencias de la Sección 2.a constituyan un 
verdadero regalo para el estudioso y que ese ius factum sea un ins-
trumento inigualable para ordenar adecuadamente la actividad admi-
nistrativa eclesiástica. 
117. J. HERRANZ propugna lo siguiente: «In tuto etiam ponendae sunt non 
solum publicitas proceSSus -nisi forte in casibus exceptionalibus-, verum 
etiam possibilitas typographice edendi causas, omissis quidem nominibus, modo 
qui opportunior sit: non solum quamdam selectionem causarum, sed om-
nes causas -exceptis solummodo casibus omnino exceptionalibus-, ordinarie 
ad expensas ipsius tribunalis iudicantis et intra tempus determinatum, quod 
non nimis protrahatur» (De principio legalitatis in exercitio potestatis ecclesia-
sticae, en «Acta Conventus Internationalis canonistarum», Vaticano 1970, 233). 
Sería lamentable que de una parte se coartara una publicación a todas luces ne-
cesaria para el progreso de la Administración eclesiástica, mientras que por 
otra se publicase alguna sentencia en el periódico oficial de una diócesis, con 
nombres y señales, cuando el pronunciamiento es favorable a la autoridad. 
Este caso no es hipotético. 
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E. Los TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS INFERIORES 
1. Previsiones de la Comisión de reforma del Código 
La creación de la Sección segunda de la Signatura Apostólica y 
la atribución a la misma de poderes para resolver los conflictos sur-
gidos de la actividad administrativa, no fueron sino los primeros pasos 
para la institución de un sistema completo de justicia administrativa. 
Ya el grupo de consultores encargado de la redacción del libro 
De processibus consideraba necesaria en 1966 la · constitución de un 
tribunal supremo administrativo 118, antes de la promulgación de la 
REU. Luego, entre los principios informadores de la reforma, fue 
prevista la creación de tribunales administrativos de diversos gra-
dos y especies 119, cuyo estudio acomete por primera vez un grupo 
reducido de consultores a comienzos de 1970 120, cuyas funciones du-
raron hasta que en abril de 1971 se formó una Comisión pontificia 
especial para el estudio de todo lo referente a la justicia administra-
tiva en la Iglesia. 
Hasta ese momento se había considerado la posibilidad, y luego 
la necesidad, de que cada conferencia episcopal y cada familia reli-
giosa constituyeran un tribunal administrativo de primer grado. Pero 
desde entonces se piensa en flexibilizar y ampliar el sistema, adap-
tándolo a las necesidades reales de cada lugar. Puede ser conveniente 
que, cuando el territorio sea más extenso, se distribuyan por él di-
versos tribunales del mismo grado, e incluso se cree un tribunal ad-
ministrativo de segundo grado, dando opción sin embargo al recu-
rrente para que acuda a la Signatura prescindiendo de ese tribunal 
local de segunda instancia. Así quedó regulada la materia en el Sche-
ma de procedura administrativa, que se remitió a las conferencias 
episcopales en abril de 1972 para que formularan sus observaciones 121. 
118. En su primera sesión celebrada los días 24-28 de mayo (cf. «Communi-
cationes» 2, 1970, 181). Vid. sobre el tema CH. LEFEBVRE, De tribunalibus admi-
nistrativis, «Periodica" 67, 1978, 583-591. 
119. «Necessitas ubique persentitur ordinandi in Ecclesia tribunalia admi-
nistrativa secunduin graduset species, ita ut defensio iurium in eisdem habeat 
propriam et canonicam proceduram quae apud auctoritates diversi gradus apte 
evolvantur ( ... ). Nostri Codicis pariter erit statuere quaenam in concreto ac-
tiones concedantur apud tribunalia administrativa experiendae, processus ad-
ministrativíregulas definiri,· necrion . organastabilia constituere quae eósdem 
cognoscere valeant» (Principia directiva, n. 7, en «Communicationes» 1, 1969, 
83). 
120.Cf. «Communicationes» 2, 1970, 182. 
121. Cf. «Communicationes» 4, 1972, 37-38. El citado Schema (que citaremos 
con las iniciales SCRPA) en sus cc. 19 y 20 trata de la materia. Los tribunales 
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A sugerencia de algunos obispos 122, la Comisión estudió en febrero 
de 1973 la posibilidad y oportunidad de constituir tribunales adminis-
trativos a nivel diocesano y por la autoridad del Ordinario. La res-
puesta fue positiva, de modo que la nueva redacción del SCHPA, que 
entonces se hace, contemplé:l la institución obligatoria de un tribunal 
administrativo de primer grado por cada conferencia episcopal; ade-
más, y con carácter facultativo, cabe la creación de tribunales dioce-
sanos, de más de un tribunal de primer grado por cada conferencia 
de obispos, y de un tribunal de segundo grado dependiente del mismo 
organismo 123. Todo el sistema éstá, naturalmente, rematado en la cús-
pide por la Sección 2.a de la Signatura. 
Entretanto comenzaron a proliferar en distintos países como 
EE.UU., Baviera y demás regiones alemanas, Inglaterra, Nueva Ze-
landa, órganos y proyectos relacionados con la justicia administrativa 
eclesiástica, bien en la vertiente de la conciliación, bien en la de 
verdaderos tribunales administrativos, que fueron presentados a la 
Santa Sede para su aprobación 124. 
2. Dificultades de encuadramiento de los tribunales 
administrativos inferiores 
1. Para comprender los aspectos más importantes del problema 
que suscita la creación de una jurisdicción administrativa eclesiástica, 
hemos de tener en cuenta dos características de los tribunales de jus-
ticia en la Iglesia: 
de primer grado resuelven los recursos contra los actos del obispo o de sus 
inferiores, y contra dos sentencias conformes no se admite apelación a la 
Signatura Apostólica. Sobre las observaciones al documento pueden verse «Com-
municationes» 5, 1973, 235-243, Y CH. LEFEBVRE, De nonnullis technicis animad-
versionibus episcoporum in schema «de procedura administrativa», en «Ephe-
merides 1. C.» 29, 1973, 179-197; Y las formuladas por E. BERNARDINI, en Com-
mento allo schema «De procedura administrativa», «Apollinaris» 45, 1972, 
126-136. 
122. Cf. CH. LEFEBVRE, De nonnullis, 185. 
123. Se trata del Schema que habitualmente citamos, de 30 de marzo de 
1973, y que dedica a estos tribunales los cc. 9-11. Cf. también «Communicatio-
nes» 5, 1973, 237, 240 Y 242; 6, 1974, 32; Y P. CIPROTTI, Stato, 356 y 358. 
124. Sobre estos temas cf. P. WESEMANN, Fora arbitrii conciliationis et tribu-
nalia administrativa in Germania, «Monitor» 100, 1975, 189-194; Fora arbitrii... 
Schema, «Monitor» 98, 1973, 564-567; P. WESEMANN-K. LÜDICKE, De organis iusti-
tiae administrativae in dioecesibus Reipublicae Foederalis Germaniae statutis, 
«Periodica» 67, 1978, 731-736; H. STRAUB, De quodam tribunali administrativo in 
Germania erigendo, «Periodica» 60, 1971, 591-641. 
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a) No constituyen una unidad, es decir, no forman parte de una 
persona u organización unitaria y diferenciada. No son como escalo-
nes trabados entre sí que forman un cuerpo único, sino como pelda-
ños que individualmente se entroncan y apoyan en el muro. De modo 
análogo, los tribunales no guardan entre sí relaciones jerárquicas 
y disciplinares: su relación es puramente funcional. Cada uno de ellos 
se inserta y sustenta en la Jerarquía eclesiástica a un determinado 
nivel, y ejercita el poder que de ese nivel recibe. 
b) Los jueces dependen de la Jerarquía, que en sus niveles esen-
ciales goza realmente de potestad judicial. Son nombrados por el Ro-
mano Pontífice o por los obispos, los cuales pueden removerlos según 
su criterio, y no están integrados en un escalafón ni existe un tras-
vase de personal de unos tribunales a otros, ya sean de igualo de 
distinto grado l25. 
2. Pues bien, teniendo en cuenta estos caracteres, en los tribu-
nales administrativos se plantean unos problemas que no se producen 
-o al menos no tienen el mismo alcance- en los tribunales ordina-
rios. 
a) Los tribunales administrativos, de un lado cumplen la misión 
de fiscalizar los actos de determinadas autoridades públicas; y de 
otro, ellos mismos son constituidos y reciben su potestad de un de-
terminado nivel de la Jerarquía. Es decir, que dependen de una 
Autoridad administrativa y juzgan los actos de otra Autoridad admi-
nistrativa; a nadie se le ocultan los problemas que esto entraña. En 
primer lugar el tribunal ha de estar conectado a un nivel lo suficiente-
mente elevado para legitimar el enjuiciamiento de los actos administra-
tivos de aquel otro nivel. Se comprende que el tribunal administrativo 
de una autoridad inferior no pueda conocer los recursos contra los 
actos de una autoridad superior: un tribunal diocesano es lógicamente 
incompetente para resolver un recurso que en vía jerárquica ha sido 
tratado a IÍivel de conferencia episcopal o de dicasterio, y lo mismo ocu-
rrirá con el tribunal de una conferencia episcopal respecto a las re-
soluciones de una Congregación romana. Lo contrario constituiría 
una infracción del principio jerárquico. 
b) Además, puesto que los jueces deben ser independientes, ya 
que es principio de justicia que «nemo iudex in causa propria», un 
125. Cf. LG, 27; A. JULLIEN, ]uges et avocats des Tribunaux de l'Eglise, 
Roma 1970, 29·43; R. BACCARI, La giurisdizione, 375. Para la jurisdicción local, 
vid. cc. 1572-1574. 
SIGNATURA ApOSTÓLICA y TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS 711 
tribunal administrativo no tendría sentido si revisase los actos de la 
autoridad de la que depende, aunque se le otorgara potestad para ello. 
Cabe ciertamente acudir a un gobernante para que modifique o re-
tire su propio acto, pero eso, cuando más, será un recurso de reposi-
ción. Por consiguiente un tribunal administrativo diocesano no puede 
recibir recursos contra su obispo, ni el de la conferencia episcopal 
contra los actos de ésta. 
Por tales razones, el proyecto legislativo asigna a un posible tri-
bunal diocesano los recursos contra actos de los inferiores al obispo; 
y al de la Conferencia episcopal los actos de los obispos y acaso los 
de ciertos órganos dependientes de la Conferencia, pero no los actos 
de la Conferencia en sí; y a la Signatura Apostólica (cuyos poderes 
proceden del Papa) competería la resolución de los recursos, en pri-
mer grado, contra los decretos de los dicasterios pontificios ode las 
conferencias episcopales; y en segundo o tercer grado de las senten-
cias dictadas por los tribunales inferiores. 
3. Juicio acerca de las diversas opciones 
a) Tribunales administrativos o secciones administrativas 
Ya nos hemos referido profusamente a este tema, del que vamos 
a ver sólo algunos aspectos. La mayoría de los autores que tocan este 
punto se pronuncian por la segunda solución, la de los tribunales 
ordinarios con una sección especializada. Esto nos conduce a otra 
cuestión, y es la de si la organización judicial ordinaria de la Iglesia 
está en disposición de recibir ese aditamento, o bien precisa ser 
reestructurada previamente para que sea posible adoptar esa solu-
ción; luego veremos las distintas hipótesis. 
En el extremo opuesto cabe decir que un peligro que se cierne 
sobre la Iglesia es la proliferación de jurisdicciones, cuando ni siquie-
ra la primera, que denominamos ordinaria o judicial por antonoma-
sia, funciona en condiciones aceptables y está pidiendo una reforma 
en profundidad. A este propósito, un autor advierte que en los últi-
mos tiempos se ha previsto la creación de tribunales especiales para 
los procesos de beatificación y canonización, así como las causas ma-
trimoniales; y que si ahora se instituyen nuevos tribunales administra-
tivos -absolutamente distintos de los ordinarios y de los otros es-
peciales-, la judicatura en la Iglesia podría parecer una selva intrin-
cada que contrastara con la simplicidad propia de las instituciones 
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canónicas 126. Sería preferible, no sólo por esta razón, sino también 
por economía de medios personales y materiales laborar en pro de 
la unidad de jurisdicción, logrando así una . cierta concentración de 
los servicios comunes. Todo ello sin perjuicio de realizar aquella di-
versificación que se juzgue conveniente, por vía de especialización 
de secciones y personas. . 
b) Tribunales administrativos diocesanos 
El principio de economía y eficacia de la organizaclOn aconseja 
se acerquen los servicios a los usuarios. Y esto es aplicable igual-
mente a los tribunales, pero con una condición muy importante: la 
de que su proximidad no cause detrimento a la imparcialidad e in-
dependencia del juez. Por esa y otras razones que expondremos bre-
vemente, en la mayoría de las diócesis consideramos poco útiles los 
tribunales administrativos diocesanos 127. 
Descartado el recurso contencioso-administrativo contra el obis-
po ante el tribunal diocesano, éste quedaría relegado a la revisión 
de actos de las autoridades administrativas locales inferiores al Ordi-
nario. No somos nosotros los primeros en preguntarnos quiénes son 
esas autoridades y cuáles sus decretos 128, de que trata el c. 26 § 1 
del SCHPA, el cual da opción en tales supuestos a recurrir al obispo 
o al tribunal administrativo diocesano, si éste ha sido constituido. 
Existen muchos organismos en las diócesis, pero no suelen producir 
actos jurídicos de autoridad; esto casi siempre queda reservado al 
Ordinario. Pero aunque en ciertas diócesis exista un grado de descon~ 
centración hasta ese extremo, ¿quiénes juzgarán la actividad de esas 
autoridades inferiores al obispo? Sin duda, los miembros de ese tri-
bunal serían otras autoridades inferiores al obispo: y no suele haber 
126. Nos referimos a A. DI FELlCE, L'organizzazione dei Tribunali ammtnt-
strativi, «Monitor» 98, 1973, 557, que cita el M. P. Sane titas clarior, 19~I1I.1969 
(AAS 61, 1969, 149 ss.), y unas normas de la Signatura Apostólica de 28.xIl.1970 
(AAS 63, 1971, 486-492). Por eso Z. VARALTA es partidario de que se encargue de 
lo contencioso-administrativo una sección especial de los tribunales regionales 
(cf. De principio, 352); R. BACCARI se pronuncia también por un tribunal ordi-
nario: el del metropolitano (cf. La giurisdizione, 375); y también .P. WESEMANN 
se declara partidario de que esos órganos sean parte integrada pero especial 
de los tribunales judiciales ordinarios (cf. De iure, 364), lo mismo que CH. LE-
FEBVRE (cf. De nonnullis, 186). 
127. Los defienden, F. ROMITA, Diritto e pastorale nella Chiesa, oggi, Nápo-
les 1960,64, Y P. WESEMANN, De iure, 364. Pero no parecen del agrado de R. BAC-
CARI (La giurisdizione, 374 ss.) e 1. GORDON (De tribunalibus, 645-648). . . 
128. Cf. CH. LEFEBVRE, De nonnullis, 194. 
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tantos gobernantes con poder decisorio en una diócesis de modo que 
se garantice la imparcialidad propia de un tribunal. 
Así, pues, no creemos oportuna en general la creación de esos 
tribunales administrativos diocesanos, por dos razones: los pocos 
¿asos en que tendrían intervención, y la carencia de imparcialidad 
e independencia de sus miembros. Es preferible que· siempre resuelva 
el obispo diocesano esos cOtlflictos por vía administrativa: ~s más rá-
pido y coherente con su potestad. En cambio, somos partidarios de 
crear un órgano consultivo, pero de carácter técnico, para que ayude 
al obispo a formarse una opinión, emitiendo ·dictamen preceptivo no 
vinculante (consilium) sobre esos recursos jerárquicos y también so-
bre los recursos de reposición contra los actos del propio ordinario 129. 
c) Tribunales administrativos regionales: soluciones diversas 
La gran mayoría de los autores se muestra partidario de la insti-
tución de tribunales administrativos inferiores, es decir, no apostóli-
cos, fruto de la descentralización en esta materia, pero de modo que 
se cree una instancia a un nivel lo suficientemente elevado como 
para que pueda resolver los conflictos derivados de los actos de los 
obispos diocesanos. De este modo se acercará la justicia a los justi-
ciables, y se logrará al menos que haya dos instancias -o incluso 
tres- en la jurisdicción contencioso-administrativa. En la mayor par-
te de los países conocidos son dos los grados existentes, aparte de 
las instancias -no equiparables, ciertamente- en vía administrativa. 
Veamos cuáles son las posibilidades de adscripción de estos tri-
bunales: pueden constituirse junto al metropolitano, a la conferencia 
episcopal o a la nunciatura. 
1. Según Baccari, puesto que el tribunal diocesano no es inde-
pendiente del obispo, contra los actos de éste debería recurrirse al 
metropolitano 13Q. Ahora bien, esa instancia actualmente se da res-
129. Algo así sostiene 1. GORDON (cf. De tribunalibus, 648) al hablar de una 
Commissio contentiosa diocesana, presidida por un sacerdote delegado del 
obispo para definir los recursos de reposición que el mismo reciba. Pensamos 
que sería preferible un Consejo técnico, o Asesoría jurídica, con funciones pu-
ramente consultivas e internas, de modo que toda decisión dependiera del 
mismo obispo. V. ROVERA propone por su parte un Consilium Dioecesanum lus-
titiae de siete miembros de carácter mixto consultivo-decisorio, que ayude al 
obispo en estas materias y otras administrativas (cf. Episcopi «sacrum ius et 
coram Domino officium iudicium faciendi». De opportunitate instituendi Con-
silium Dioecesanum lustitiae, en «Periodica» 60, 1971, 573-590. 
130. Cf. R. BACCARI, La giurisdizione, 375. Dice este autor que la solución de 
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pecto de los actos judiciales, como tribunal de apelación contra las 
sentencias. Y hay que reconocer que, aun en ese terreno, · el sistema 
no deja de ofrecer dificultades, a causa del volumen de asuntos pro-
pios y ajenos que los tribunales metropolitanos deben resolver, y 
para lo cual no siempre disponen del personal adecuado en número 
y preparación. Pero extender ese sistema al enjuiciamiento de los 
actos administrativos de toda la provincia eclesiástica -aunque anti-
guamente se haya realizado por la apelación extrajudicial-, supon-
dría, además de agravar el problema descrito, una derogación de la 
actual disciplina sobre la materia, y extender la potestad de gobierno 
del metropolitano sobre los sufragáneos y sus diócesis respectivas, 
medida que no juzgamos plausible. 
2. La segunda posibilidad es confiar la constitución del tribunal 
administrativo a cada conferencia episcopal en su respectivo territo-
rio. Esto puede llevarse a cabo según la modalidad configurada en 
el SCHPA, que consiste en la creación de tribunales distintos de los 
ordinarios; el proyecto establece, como preceptivo, al menos uno es-
table de primer grado (c. 10). La otra modalidad sería la creación de 
una sección especial administrativa en un tribunal ordinario de la 
conferencia episcopal; para la constitución de este tribunal dan pie 
las Normas de la Signatura Apostólica de 28.XII.1970 antes mencio-
nadas, en cuyo art. 2 § 3 se menciona la posibilidad de un tribunal 
regional promovido por la conferencia episcopal. Con esta última 
solución se evitaría una innecesaria multiplicación de órganos y se 
resolvería además el problema del tribunal ordinario de segunda o 
tercera instancia 131. 
Sin embargo, en estos supuestos no parecen resueltas las cuestio-
nes de la independencia, elección, inamovilidad, carrera y destino de 
los jueces administrativos, que según Romita son graves, y que debe 
afrontar seriamente la Comisión o cada conferencia episcopal 132. Tén-
gase en cuenta que los jueces serían designados por la conferencia 
episcopal para enjuiciar los actos de los miembros de la misma. Para 
esa función alguien podrá temer que se seleccionen aquellas personas 
sumisas a la autoridad, más bien que otras predispuestas a llevar 
instituir una sección administrativa en el Tribunal metropolitano ordinario es 
perfectamente coherente con la existencia de la Sección 2." de la Signatura. 
131. Aunque la Comisión Pontificia haya optado por la primera modalidad, 
preferimos la segunda, por la objeción que antes expusimos de A. DI FELICE. 
También Z. VARALTA se pregunta sobre la posibilidad de esa solución, aunque 
sin pronunciarse sobre el tema (cf. De principio, 352). 
132. Cf. «Monitor» 98, 1973, 553. 
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hasta sus últimas consecuencias los imperativos de la justicia. Tanto 
si cada juez es presentado por su propio obispo, como si lo eligen 
«por mayoría absoluta de votos» de la conferencia 133, dependen di-
rectamente de los que son parte en esos recursos. Es verdad que 
sólo pueden ser removidos por causa grave 134, pero eso no supone 
inamovilidad, si se implanta la disciplina general prevista en el Sche-
ma «de processibus», del nombramiento «ad definitum tempus» 135, o 
«ad quinquennium» 136: bastaría esperar el transcurso de ese plazo 
y no renovar el nombramiento, para prescindir de aquellos jueces 
que hayan resultado molestos. 
No cabría argüir que un tribunal es independiente por el hecho 
de ser colegial, pues la independencia de un órgano colegial depende 
en primer lugar de la de cada uno de sus miembros. Tampoco es 
suficiente que un juez no pueda intervenir en un recurso si pertenece 
a la diócesis «in qua decretum latum est» 137; esto no parece resolver 
adecuadamente el núcleo del problema. 
Esas dificultades de independencia e imparcialidad se acrecientan, 
cuando se confiere al tribunal administrativo de la conferencia epis-
copal la potestad de ver también «de recursibus adversus decreta ab 
omnibus vel nonnullis ipsius Conferentiae organis, non autem ab ipsa 
Conferentia» 138. Aquí se produce un problema similar al reseñado 
anteriormente para el tribunal diocesano: no es fácil lograr la impar-
cialidad de un órgano de la conferencia cuando juzga los actos de los 
otros órganos de la conferencia. 
Además, podría pensarse que esa disposición mencionada infringe 
los principios de la organización, al distinguir la conferencia episco-
pal de sus órganos. En efecto, hay dos clases de órganos: internos y 
externos. Los primeros realizan un trabajo indispensable de tipo ma-
terial o técnico, de organización y disciplina, y no se relacionan ellos 
mismos jurídicamente con el administrado, es decir, no son auto-
133. Cf. las Normas de la Signatura antes citadas, que establecen este se-
gundo sistema en su arto 5 § 1. En todo caso, «el tribunal interdiocesano, regio-
nal o interregional, está sometido a la autoridad del Obispo diocesano del lugar 
en el cual está situado» (art. 4). 
134. Cf. ibid., arto 8. 
135. Este cambio se ha introducido por acuerdo de la Comisión de reforma 
en el Schema de processibus, c. 21, en la sesión 3-8 de abril de 1978 (cf. «Com-
municationes» 10, 1978, 232). 
136. Sobre la dependencia de esos jueces en concreto, vid. R. BACCARI, La 
giurisdizione, 375, el cual en el mismo lugar refiere que los jueces administrati-
vos de Baviera son elegidos por cinco años. 
137. Cf. SCRPA, C. 13 § 1. 
138. SCRPA, C. 10 § 2. 
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res de decretos impugnables; únicamente son sujetos de relaciones 
intraadministrativas. Los segundos actúan ad extra y pueden prestar 
servicios, realizar campañas sobre las materias que les son propias, 
etcétera; incluso pueden producir decretos jurídicos, pero todo lo 
que hacen se atribuye no alórgano, sino a la persona jurídica de que 
forman parte. Así, pues, si un decreto administrativo emana de un 
órgano de la conferenciá episcopal, podemos decir en huenatécnica 
que es un acto de la conferencia episcopal. Pero normalmente esos 
<lctos juríc:licos procederán en la inmensa mayoría de los casos de 
la conferencia misma, como se deduce de la lectura de muchos pre-
ceptos del M. P. Ecclesiae Sanctae 139. 
3. Si la instancia al metropolitano responde al principio de jerar-
quía, y la constituida por la conferencia episcopal a los de coordina-
ción y centralización, existe una tercera posibilidad, fruto del principio 
de desconcentración: se trata de la creación de tribunales cuya juris-
dicción proviene de la Santa Sede. Esta técnica permitiría tener en 
cada región al menos un tribunal con jurisdicción suficiente para 
conocer los recursos contra los actos administrativos de los obispos 
o de la misma conferencia episcopal, y al mismo tiempo con indepen-
dencia respeCto de las autoridades regionales. Su dependencia sería 
vertical, y de esta forma podría constituirse en la Iglesia una orga-
nización judicial jerárquica de jueces profesionales. 
Gordon se declara partidario de la solución de crear tribunales 
apostólicos, tales que permitan tres instancias en los recursos conten-
cioso-administrativos, y se refiere a dos posibilidades. La primera, 
constituida por un tribunal ante la Nunciatura o la Delegación Apos-
tólica y otras dos instancias ante la Sección 2.a ; la segunda consistirá 
en tres instancias ante el mismo tribunal apostólico. Este autor pre-
fiere la última solución, pues parte de la base de que sería impres-
cindible agotar previamente la vía administrativa ante la Congrega-
ción correspondiente, lo cual haría ilógico el retorno de la controver-
sia a un tribunal periférico 140. En realidad no se exige ese requisito 
en la ley. En nuestra opinión, la triple instancia ante la Signatura 
sería un engorro y causaría tal volumen de trabajo que pronto para-
lizaría el sistema. En cambio no nos parece mal la solución de insti-
tuir un tribunal ante las Nunciaturas o Delegaciones Apostólicas, de 
naturaleza ordinaria, con una sección especial administrativa. Este 
procedimiento ofrece una interesante alternativa al tribunal de la 
139. PABLO VI, 6.VIII.1966, en AAS 58, 1966, 757-787. 
140. ef. 1. GORDON, De tribunalibus, 649-651. 
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conferencia episcopal, y le confiere más estabilidad e independencia. 
Es el caso de la Rota de la Nunciatura en España que, como dice 
Roberti, no es propiamente un tribunal de la Santa Sede, aunque los 
jueces son nombrados por el Pontífice y están sometidos a la potestad 
disciplinar del Nuncio 141. Técnicamente podríamos catalogarlo como 
un tribunal periférico de la Iglesia Universal. 
En cualquier caso disentimos del enfoque de Gangoiti, según el 
cual los actos de los obispos residenciales sólo pueden ser juzgados 
por el Ro:rnano Pontífice, yeso por Derecho divino, de modo que 
sólo pueden conocer los recursos contra sus actos el Papa mismo o 
un tribunal apostólico delegado; y propone la constitución de espe-
cíficos tribunales centrales administrativos apostólicos 142. Opinamos 
que esa norma de Derecho divino de dependencia del Papa no impide 
un ulterior desarrollo de la organización por Derecho eclesiástico; 
históricamente está demostrado que tenían esos poderes los obispos 
vecinos, el sínodo provincial, metropolitano, primado o patriarca. 
4. Composición de los tribunales administrativos 
1. Según el CIC los tribunales de la Iglesia pueden ser uniper-
sonales, salvo en las causas indicadas en el canon 1576, en que se 
preceptúa o se permite, según los casos, que se defieran a un tribunal 
colegiado de tres a cinco jueces, todos ellos sacerdotes (c. 1573-1574). 
Posterior:rnente el M.P. Causas matrimoniales 143 determina que, si 
no puede formarse un colegio de tres clérigos para juzgar estas cau-
sas, la conferencia episcopal tiene la facultad de permitir la constitu-
ción de un colegio de dos clérigos y un varón laico (art. V § . 1); Y 
si tampoco esto fuera posible, para cada caso se permite nombrar a 
un clérigo juez único (§ 2). 
En el Schema de procéssibus, c. 24, se señalan las causas encomen-
dadas al tribunal de tres jueces, y en las causas más difíciles se fa-
culta al obispo para nombrar tres o cinco. En caso de necesidad, del 
tribunal colegial puede formar parte un varón laico si lo permite la 
conferencia episcopal (c. 20). Ysi ni aún eso es factible, en primera 
instancia puede nombrarse un clérigo como juez único (c. 24 § 4) 144. 
141. Cf. F. ROBERTI, De processibus, 323-331, n. 142. 
142. Cf. B. GANGOITI, De tribunalibus competentibus et quidem iure divino 
quoad actus administrativos episcoporum residentialium, en "Periodica» 67, 
1978, 723-728. 
143. PABLO VI, 28.111.1971, en AAS 63, 1971, 441 ss. · 
144. Cf. «Communicationes» 10, 1978, 231-234. 
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2. Por lo que se refiere a la jurisdicción administrativa, ya sabe-
mos que la Signatura juzga por tribunales de al menos cinco jueces 
(NS, 1 § 3). Respecto a los tribunales inferiores se dudó inicialmente 
si señalar tres o cinco miembros, todos sacerdotes. En el proyecto 
remitido a la Curia y a las conferencias episcopales en abril de 1972, 
ya se regula la materia casi como en el SCHPA posterior. En el c. 28 
de éste se indican tres jueces para el tribunal de primer grado, ya 
sea diocesano o regional; y tres o cinco miembros para el de segundo 
grado, según determine la ley particular o, en su defecto, el presidente. 
Cuando resulte difícil constituir un tribunal colegial, las causas de 
primer grado pueden confiarse a un juez único. 
Según el SCHPA, c. 13, los jueces serán sacerdotes idóneos, que 
no hubieran tenido parte en la formación del decreto ni en los recur-
sos contra el mismo, ni pertenezcan a las diócesis donde se dio. Por 
justa causa, la conferencia episcopal puede permitir que uno o dos 
miembros del tribunal colegial sean diáconos, o incluso varones lai-
cos, con tal que el acto impugnado no proceda de un obispo o de 
un colegio presidido por él. Di Felice no oculta su asombro ante la 
posibilidad de que diáconos y laicos puedan revisar los actos admi-
nistrativos en la Iglesia 145. 
El tema traspasa los límites del campo al que nos referimos, y 
tiene incluso implicaciones teológicas. Todos los fieles participan de 
los munera Christi, pero no todos, lógicamente, gozan de una potestas 
en su Iglesia. El modo como esa potestas se transmite a ciertos fieles, 
y cuáles de ellos pueden recibirla y en qué medida, son cuestiones 
que se debaten hoy en día y son de difícil clarificación. Habrá de 
estarse, pues, a lo que en último término disponga quien haya de 
tomar la decisión final. En todo caso, . puede decirse que los proble-
mas de la judicatura en la Iglesia no se resolverían incrementando 
la dignidad extrínseca de los jueces, sino su idoneidad intrínseca: su 
formación religiosa, moral, intelectual y técnica. 
De otra parte, aun prescindiendo de los problemas fundamentales 
que están en juego, la composición de los tribunales administrativos 
es una cuestión más compleja que la de los tribunales ordinarios que 
resuelven las causas de nulidad matrimonial, ya que aquellos deben 
revisar los actos imperativos de los Pastores. Desde este punto de 
vista, puede ayudar a resolver el problema de la formación de esos 
tribunales, sin merma de la dignidad de los que gobiernan la Iglesia, 
estas consideraciones: se trata de tribunales colegiales, los recursos 
145. Cf. A. DI FELICE, L'organizazione, 558-559. Sobre otras OpInIOneS en 
torno a la composición de los tribunales, cf. CH. LEFEBVRE, De nonnullis, 195. 
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son por mera legitimidad de los actos (sin entrar en el juicio sobre 
aspectos morales o de oportunidad) y la Autoridad no precisa com-
parecer personalmente ante el tribunal. 
El último Schema por nosotros conocido establece, sin excepción, 
que tanto los jueces administrativos como el promotor de justicia han 
de ser sacerdotes idóneos. El tribunal administrativo de primer grado 
creado por la conferencia episcopal juzga por colegios de tres jueces, 
mientras que el de segundo grado juzgará por colegios de tres o de 
cinco jueces, según decida su presidente. 
En todo caso, si se pretende disponer de una justicia administra-
tiva eclesiástica adecuada, convendrá dedicar la mayor atención a la 
formación integral de los jueces en todos sus aspectos. En el aspecto 
técnico, la formación jurídico-administrativa es un reto que debe 
afrontar la Iglesia siempre, pero con mayor motivo en los próximos 
años. Para ser buen juez administrativo no basta tener mucha expe-
riencia de gobierno, ya que frecuentemente esa experiencia es causa 
de la adquisición de hábitos que deben corregirse. Convendrá forjar 
unos jueces administrativos idóneos, estables, independientes: de este 
modo se habrá resuelto una cuestión de gran importancia de cara al 
futuro de la Administración eclesiástica. 
5. Relaciones entre las vías jurisdiccional y administrativa: 
facultad de optar por una u otra 
Rasta el presente, para poder recurrir ante la Sección 2.a contra 
los actos administrativos es preciso agotar la vía administrativa, me-
diante el correspondiente recurso al competente dicasterio adminis-
trativo (RED, 106; NS, 96). Sin embargo, según el SCRPA, una vez 
queden constituidos los tribunales administrativos inferiores, el que 
se sienta perjudicado por un decreto administrativo podrá elegir en-
tre ejercitar el recurso jerárquico correspondiente, o bien impugnarlo 
por razones de ilegitimidad ante el tribunal administrativo (SCRPA, 
c. 14). El recurso pendiente en una vía puede trasladarse a la otra 
si todos consienten, a no ser que lo prohíba la conferencia episcopal; 
y cuando se duda sobre el destinatario del recurso, se entenderá que 
lo es el superior jerárquico, salvo que se base exclusivamente en los 
motivos por los que es admisible el recurso al tribunal administra-
tivo (SCRPA, c. 20). 
La posibilidad de acudir al tribunal administrativo sin haber ago-
tado la vía administrativa 146 supone una derogación general del prin-
146. Cf. "Communicationes» 4, 1972, 37; Y 6, 1974, 32. 
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cipio de prioridad del recurso jerárquico, es decir, de la «definitivi-
dad» como requisito para acceder a la vía jurisdiccional. Aunque 
esto no signifique una equiparación de ambas vías 147, lo cierto es 
que la novedad introducida no deja de tener implicaciones incluso 
de orden constitucional 148• 
En este punto, la legislación de los diversos países no coincide, 
pues unas veces se requiere agotar la vía administrativa y otras no; 
para acudir a los tribunales contra la Administración 149. La ausencia 
de este requisito supone indudablemente menores privilegios para la 
Administración pública, y mayores garantías y oportunidades para el 
administrado, que puede de ese modo elegir entre dos caminos que 
le ofrecen un cierto grado de tutela, cada uno con sus ventajas e 
inconvenientes. Será interesante, si el sistema se implanta en la Igle-
sia, observar los resultados del mismo y qué vía preferirán de hecho 
los fieles. 
6. Relaciones entre tribunales: competencias objetiva y funcional -
Si prescindimos de la posible -pero acaso poco probable- cons-
titución de tribunales administrativos diocesanos, de ser aprobada la 
propuesta de la Comisión Pontificia, en el futuro existirán uno o va-
147. En efecto; la Administración conserva los privilegios del acto admi-
nistrativo previo, y también del previo «recurso» de reposición ante el autor 
de dicho acto, como condiciones inexcusables para acudir al tribunal. 
148. Vid. diversas opiniones sobre el tema en E. BERNARDlNI, Commento, 
132; CH. LEFEBVRE, De nonnullis, 184'195; P. CIPROTTI, Stato, 359-360. 
149. En Francia no existe ese requisito: basta que haya una décision préala-
ble de una autoridad. francesa (cf. J. GONZÁLEZ . PÉREZ, Derecho procesal admi~ 
nistrativo, I, 334-341). Tampoco en los EE.UU. rige esa regla con carácter ge-
neral, aunque sí para determinadas materias ·· (ibid., 394-395). En España, en 
cambio, sólo son objeto del recurso contencioso·administrativo .«los actbsdela 
Administración que no sean susceptibles de ulterior recurso ordinario en vía 
administrativa» (LJCA,art. 37). En Italia, antes de la institución de los tribu-
nales administrativos regionales, era requisito para el proceso administrativo 
la «definitividad» del acto. Pero en la ley n. 1034, de 6.xU.l971, se atribuye a esos 
tribunales jurisdicción para resolver recursos contra los actos emitidos por 
los órganos periféricos del Estado y de los entes públicos de carácter ultra-
rregional (art. 2, b, 1), que son impugnables asimismo en vía jerárquica. Y en 
eLart.20 se regulan las relaciones entre ambas vías, _que se excluyen en-el inis-
mo gradó, peto con posibilidad de · acudir al tribunal cuando la Administra-
ción haya guardado silencio ante ·· el recurso jerárquico durante noventa días 
(cf. O. SEPE-G. PES, La nuove leggi di giustizia amministrativa, Milán 1972, 86 y 
226 ss.; A. SANDULLI, 1 tribunali amministrativi regionali, Nápoles 1972, 44 ss.). 
Mas parece que por regla general subsiste el requisito señalado. 
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rios tribunales de primer grado y quizá también uno de segundo, a 
nivel de conferencia episcopal; y como tribunal supremo, la Sección 
2.a de la Signatura Apostólica. Pues bien, según el SeRPA, el tribunal 
de primer grado será competente para resolver los recursos contra 
los decretos de los obispos y sus inferiores (si contra estos últimos 
no se ha acudido al tribunal diocesano); y también contra los decre-
tos de aquellos órganos de la conferencia episcopal que ésta deter-
mine (c. 10). La Signatura Apostólica es competente para conocer en 
primera instancia los recursos contra decretos de las conferencias 
episcopales, concilios particulares, dicasterios de la Santa Sede y 
de cualquier autoridad eclesiástica que dependa inmediatamente del 
Romano Pontífice (c. 12). No sabemos si se mantendrá esta disci-
plina. 
Las ulteriores instancias dependerán de que haya o no tribunal de 
segundo grado en la conferenciá. En el caso de que no existiere, con-
tra las sentencias de primer grado cabe apelación a la Signatura. 
Pero en el supuesto de que exista tribunal de segundo grado, de las 
sentencias de primera instancia (dictadas por el tribunal diocesano 
o el de primer grado de la conferencia episcopal) puede apelarse bien 
al tribunal de segundo grado o a la Signatura Apostólica. Este último 
tribunal, en tercera instancia, conoce únicamente las apelaciones con-
tra sentencias del tribunal de segundo grado que no sean conformes 
con las de primer grado (cc. 11-12). 
Se trata, por consiguiente, de una disciplina bastante parecida a 
la de los tribunales ordinarios, que permite dos instancias salvo que 
ambas hayan sido ante tribunales locales y sus sentencias resultasen 
disconformes: en este supuesto se permite la tercera instancia ante 
la Sección 2.a • 

